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Tratóndose de un problema tan importante como la ordenación del espacio
rural, ¿puede confiarse su solución tan sólo a las instituciones públicas o a las
organizaciones profesionales? ¿No debe la sociedad abrir el deb,ate para que los
responsables soquen las conclusiones oportunas, cada uno de ellos en el ámbito de
su competencia? Ese camino y ningún otro, es el que permitirá que todos nos sinta-
mos afectados por el futuro de un planeta que será la morada de los hijos de nues-
tros hijos y que todos contribuyamos a realizar los esfuerTos necesarios. Si hay un
tímbito en el que los pronósticos son necesarios, no cabe duda de que es el que hoy
nos ocupa; pronosticar (a veces con riesgo a equivocarse) para tomar la decisión
sobre un juego dialéctico entre el presente conocido y el futwro supuesto, aceptado,
deseado; entre el presente lurbulento y unfuluro que no acepta unfin.
Documento del grupo de Seillac (Diciembre 1992. Seillac-Francia)
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Esta publicación trata de recopilar la información presentada en las I
Jornadas sobre el Medio Rural: propiedad agraria y utilización del territorio, cele-
bradas en León, del 1 al 3 de Febrero de 1995, auspiciadas por la Excma.
Diputación Provincial de León.
Larealización de unas jornadas como las que aquí se han pretendido supone,
sin duda, un reto desde el punto de vista de la implicación multidisciplinar a que
obliga, por las propias características de1 medio rural en sí mismo.
Aunque son muchos los aspectos que en estos momentos preocupan en rela-
ción con el medio rural, se han elegido aquellos relativos a la propiedad agraria y a
la utilización del territorio, ya que condicionan, por su carácter general, el desarro-
llo de los posibles sistemas de producción agraria y la conservación medio ambien-
tal.
En este sentido, teniendo en cuenta los vacíos legales existentes y la necesi-
dad de adaptación a las nuevas condiciones del medio rural, cuando se plantean,
desde un punto de vista jurídico, los problemas de la transmisión o el uso de la pro-
piedad agtaria, existen peculiares condiciones técnico-económicas e interés por el
mantenimiento del mundo rural, que es preciso tener en cuenta.
Las implicaciones que la transmisión de la propiedad agraria, con especial
referencia a la sucesión hereditaria, junto con la utilización de la propiedad agraria
desde el punto de vista administrativo serán los problemas que, desde un plantea-
miento jurídico, se presentarán en las jornadas. Por otra parte, la evolución en la
utilización de1 territorio, con especial referencia a la provincia de León como
modelo, será tratado en la última ponencia de 1as jornadas.
Las ponencias, las mesas redondas y las jornadas en su conjunto. tienen
como objetivo el permitir un debate sobre los problemas que, en relación con la
propiedad agraria y Tautilización del territorio, tiene planteados el mundo rural. La
medida en que los objetivos serán alcanzados dependerá de la participación e ilu-
sión de todos los participantes.
Los organizadores quieren expresar sus disculpas por los olvidos posibles en
que pudieran haber incurrido al invitar a participar en las jornadas. También desean
dejar patente su más sincero agradecimiento a todas aquellas personas que con su
colaboración, ilusión, trabajo y también con su silencio, han hecho posible que
estas jornadas, cargadas de esperanza para nosotros, tuvieran lugar.
Por último, los editores desean expresar sus más sinceras disculpas por el
retraso a que se han visto obligados en la publicacion de esta monografía por la
falta de apoyo necesario para que ello fuera posible en su momento.
Los editores
LA TRANSMISION DE LA PROPIEDAD
AGRARIA: ESPECIAL REFERENCIA
A LA SUCESION HEREDITARIA.
ENRIQUE LOPEZ LOPEZ
Magistrado Juez de León
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I.-INTRODUCCIÓN
El presente estudio debe enmarcarse dentro de lo que se ha venido denomi-
nando como Derecho agrario, derecho de reciente creación en cuanto a su denomi-
nación dado que se encuentra en plena gestación. José Luis de los Mozos manifies-
ta que: "si la aparición del derecho del trabajo supuso un hecho nuevo, en los tiem-
pos modernos, podemos decir que la del Derecho agrario es novísimo". En la
actualidad existe un fenómeno progresivo de diferenciación dentro del estudio del
derecho que exige la creación de nuevas ramas del derecho, dentro de las cuales se
encuadra en la actualidad el Derecho agrario.
A pesar de esta denominación, el propio de los Mozos nos dice que la califi-
cación más correcta sería la de "Derecho de reforma de la agricultura" y, en tal sen-
tido, anota lo establecido en la rúbrica del Decreto de 12 de enero de 1973,por el
que se aprueba el texto refundido de la Ley de Reforma y Desarrollo Agrario. Para
justificar tal aserto pone de relieve su íntima interdependencia respecto de la
Política y de la Economía agraria y por ello, tienen una base conyuntural, rápida-
mente cambiante, no pudiendo constituir un cuerpo coherente y unitario de
Doctrina, sino algo más circunstancial y momentáneo, salvo en aquellas materias
que por estar previamente situadas en el ordenamiento, pertenecen a algo tan esta-
ble como el Derecho privado (propiedad, contrato, etc.).
No se trata esta tesis de la única ni tampoco la mayoritaria, dado que este
derecho se puede enfocar desde muchos puntos de partida (como derecho del agri-
cultor, derecho de la reforma agraria, normas referentes a la propiedad rustica y a
las explotaciones de carácter agrícola, etc.). No obstante, como definición más ade-
cuada se puede tener la elaborada por el profesor Sanz Jarque, consistente en que
"el Derecho agrario es un conjunto de normas que en el ámbito de la ordenación
del territorio, regulan la propiedad del territorio, regulan la propiedad de la tierra, la
empresa agraria y la reforma y desarrollo agrario de las estructuras del campo".
A pesar de ello, no es el momento ni objeto del presente estudio el determi-
nar el contenido y nafuraleza, ni su posible autonomía, pero no me puedo escapar a
realizar algunas breves consideraciones. No se puede negar que agricultura y dere-
cho forman un binomio difícil de disociar, arrancando el hecho agrario desde la
historia de la humanidad, de suerte que supuso la forma inicial de vida y alimenta-
ción del hombre.
La sistematízación de su contenido es diferente para los diversos estudiosos
del mismo, y así el profesor de los Mozos entiende que. "el contenido del derecho
agrario será la propiedad rural, los contratos agrarios, el derecho sucesorio agrario
y el crédito agrícola"; por otro lado, el profesor de castro entendía el contenido
propio como "el estudio de la empresa agrícola, la relación jurídica agraria y las
normas positivas".
En cambio actualmente se realizan los estudios de tal derecho atendiendo a
los tres grandes apartados de la actividad agraria, sujetos, objetos y actividad, y en
tal sentido por ejemplo Sanz Jarque articula temas tales como 1os sistemas de
tenencia de la tierra, la agricultura asociativa, las cooperativas, la profesionalidad
del agricultor, las unidades agrarias, el acto agrario, el cultivo, el acceso a la pro-
piedad, etc., conteniendo por último las normas e instituciones dirigidas a renovar
las estructuras anacrónicas de nuestro campo, estudiando la reconstrucción de la
propiedad y ordenación de zonas rurales (concentración parcelaria y ordenación
rural), la creación de nuevos agricultores y empresas, el aprovechamiento de los
recursos naturales (aguas, montes, cazay pesca, etc.).
Con este panorama doctrinal en nuestro país, desde hace años, la legislación
agraria está inspirada por una fuerte intención reformista que a veces no ha sido
más que eso, una mera intención. Esta labor reformista se aprecia ya con las leyes
de 15 de Julio de 1952 sobre Patrimonios Familiares (conjuntos de bienes constitu-
tivos de una unidad orgánica de explotación agrícola, suficientes para satisfacer las
necesidades y absorber el trabajo de una unidad orgánica de explotación agrícola,
suficiente para satisfacer las necesidades y absorber el trabajo de una familia cam-
pesina), la Ley de 15 de Julio de 1954 sobre Unidades Mínimas de Cultivo; la Ley
de Concentración Parcelaria de 1952 y la de 24 de abril de 1962 sobre
Explotaciones Familiares Indivisibles.
Esta primera fase reformista en el anterior sistema finaliza con la Ley de
Reforma y Desarrollo Agrario de 12 de enero de 1973 y la creación del Instituto de
Reforma y Desarrollo Agrario (IRIDA). Este reformismo agrario en la época pre-
sente se ha sustanciado en dos leyes principalmente; la Ley de 16 de noviembre de
1979 sobre Fincas Manifiestamente Mejorables y la de 24 de diciembre sobre
Estatuto de la Explotación Familiar Agraria y de Agricultores Jóvenes. La primera
de las leyes supone el reconocimiento expreso de la función especial de la propie-
dad, sancionado en el art.33.2 de la Constitución; la segunda de las leyes, que será
objeto de estudio en el presente trabajo, trata de establecer medidas legales para
proteger la explotación familiar agraria, así como facilitar la incorporación de los
agricultores jóvenes a las actividades agrarias, debiendo significarse en especial el
nacto sucesorio.
Este panorama legislativo se debe completar con las legislaciones que las
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Comunidades Autonómicas han ido creando en ejercicio de lo previsto en el art 148
n". 7, 8, 9 y 10 de la Constitución; en este sentido se deben destacar la Ley de 3 dejulio de 1984 sobre Reforma Agraria Andaluza, Ia Ley de Reforma Agraria
Extremeña que comprende la de 2 de mayo de 1986 sobre dehesas y la de 8 de abril
de 1987 sobre regadíos, la Ley sobre el Banco de Tierras de Aragón de 10 de marzo
de 1987 o en nuestro caso, la Ley de Concentración Parcelaria de Castilla y León
de 28 de noviembre de 1990, ley esta última que tiene la novedad de integrar la
concentración parcelaria como un proceso integrado en el de la ordenación del
territorio.
Se debe, por último, para cerrar esta breve aproximación hacer alusión a la
integración de nuestro estado en la Unión Europea, la cual exige asumir la Política
Agrícola Común (P.A.C.), dado que en su momento y siguiendo los dictados del
art. 38 del Tratado de Roma, se eligió la opción de una política común y no la de
armonización de las políticas nacionales. El derecho comunitario originario se
encuentra regulado en los arts. 38 a 47 del Tratado de Roma, consagrando una
regulación de la agricultura marcada por ciertas especialidades frente a las reglas
generales del Mercado Común.
Los principios fundamentales que rigen el Mercado Común y que afectan a
1a agricultura son: 1. La libre circulación de personas y mercancías, el cual impone
la prohibición de obstáculos arancelarios u obstáculos de carácter sanitarios, salvo
en este caso que estén basadas en los intereses generales como la salud o la defensa
de los consumidores; 2. La no discriminación entre productores y consumidores y
3. La libertad de concurrencia.
Una vez hechas estas consideraciones de carácter previo, me adentraré con
brevedad en el estudio del concepto de propiedad y su trasmisión, para acometer el
verdadero objeto de este trabajo: la sucesión hereditaria.
II.-CONCEPTO DE PROPIEDAD AGRARIA
Como es sabido, desde un punto de vista jurídico el concepto de propiedad
es amplio y polisémico, si bien el significado que más interesa en este momento es
el que determina la relación de pertenencia plena o limitada de cosas corporales,
configurando un derecho real.
Dentro del Derecho agrario y siguiendo el concepto acuñado por Antonio D.
Soldevilla, se entiende que: "la propiedad de la tierra es el más amplio y autónomo
y soberano poder que sobre superficies aptas para su cultivo y para la producción,
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estabilidad y desarrollo de los mismos y en beneficio de la comunidad, corresponde
a sus titulares". Siguiendo a este autor, se puede decir que "tal concepto supone un
poder legitimado por la naturaleza y condicionado por la forma de su adquisición,
ejercicio y posibilidad de extinción. Se ejercita sobre superficies aptas para el culti-
vo, siendo la tierra el elemento caracferizador de este derecho, este poder sobre la
tierra comporta no sólo el cultivo de la misma, sino también de la producción, la
estabilidad de la relación jurídico agraria y el desarrollo de la actividad agraria; y
aún siendo el derecho de la propiedad de la tierra un derecho basado en el derecho
natural e inherente a la personalidad humana, su ejercicio debe estar al servicio o
en bien de la comunidad".
Todo ello configura un derecho de propiedad con notas específicas marcadas
sobre todo por una progresiva revalorización del factor trabajo frente al capital,
debiendo exigir al propietario una actividad productiva. El propietario debe poner
en explotación sus tierras y sólo así salvaguardará su derecho y tenencia frente a las
diferentes legislaciones sobre tierras ociosas y no cultivadas, lo cual centra el dere-
cho más en la relación real con la tierra que en la reacción formal del título, sobre-
saliendo en la actualidad dos deberes dentro de tal concepto como son el deber de
cultivar y el deber de mejorar. En el sistema del Código Civil, nos encontramos con
que el propietario tiene derechos pero no deberes, salvo los negativos como el de
no dañar, dado que son ajenos a nuestro Código Civil los deberes positivos como
los de cultivar y mejorar.
En la actualidad, nos encontramos con una fuerte rectificación del sentido
individualista de los Códigos y una diversificación de los regímenes jurídicos de la
propiedad en función de las diferentes clases de propiedad. Conforme a estos prin-
cipios, se va consolidando un nuevo concepto de la propiedad marcado por su fun-
ción social (art. 33 de la Constitución y 7 del Código Civil), que ha dado lugar a
leyes determinadas por esta concepción social (Ley de Reforma y Desarrollo
Agrario de 12 de enero de 1973;Ley de Fincas Manifiestamente Mejorables de 16
de noviembrc de 1979, Ley de Arrendamientos Rústicos, Ley sobre Explotación
Familiar o la reciente Ley de Concentración Parcelaria de Castilla y León).
Con este sistema normativo, se han ido consiguiendo varios fines y así se
procura que el agricultor individual se vaya asociando, que se creen unidades agra-
rias y explotaciones suficientes, la parcelación concentrada y la ordenación rural de
las comarcas, eficaz y justa calificación de la superficie rústica, la racionalización
de los tipos de cultivo y aprovechamiento racional y adecuado.
Como se ha adelantado, junto al concepto de propiedad agraria surge otro
concepto paralelo, tal cual es la tenencia de la tierra, concepto diferente al de pose-
sión y a la vez más amplio; de suerte que no toda tenencia supone una posesión.
Nuestro Código Civil concibe la posesión como una tenencia cualificada y más
defendida (interdictos) que en cierto modo se equipara al concepto de propiedad,
mientras que tenencia es la mera relación material con una cosa, que no tiene por
qué conllevar protección alguna. Actualmente, el concepto de tenencia ha sustitui-
do al tradicional de llevanza, expresión que determina el modo y forma en que se
cultiva Ia tierra y se dirige la explotación y la empresa agraria.
IJn concepto importante que ha adquirido especial importancia y que ha sido
modulado por el nuevo Derecho agrario es el de "finca" en relación con el de
"explotación agrícola" .
Hasta hace poco tiempo, el concepto de finca estaba definido por su carácter
formal (entendido como vinculación o atribución a una titularidad), mientras que
en la actualidad, tiene mayor importancia su carácter material entendido como enti-
dad real (no se ha de olvidar el concepto registral de finca, afi. 7 de la Ley
Hipotecaria). En palabras de José Luis de los Mozos: "se entiende que bajo esta
panorámica la finca, al hacerse abstracción de su contendido, entendida en sentido
jurídico, tiene un mero valor patrimonial, viniendo determinada mediante la publi-
cidad registral como una abstracción planimétrica de su contenido natural, lo que
se traduce en las normas para la individualización de inmuebles, predominando
siempre su sentido como unidad de tráfico".
Actualmente está resurgiendo el concepto de finca en sentido material, vin-
culada a la idea de su destino y en tal sentido se debe entender lo previsto en el art.
8.2 de la Ley Hipotecaria, cuando permite inscribir bajo un mismo número toda
explotación agrícola, con o sin casa de labor, que forme una unidad orgánica, aun-
que esté constituida por predios no colindantes, resurgiendo la idea de fundus
Iomano.
La idea real de finca, además, ha sufrido un importante cambio con la nueva
concepción social de la propiedad, recayendo su estudio no sólo sobre la relación
jurídica instituida sobre la misma, sino además sobre el objeto en el que recae. Así
por ejemplo. en el art. 9. I de la Ley Hipotecaria. se exige como circunstancia que
ha de constar en el registro, la medida superficial y en relación con ello, en el art.
51.1 del Reglamento Hipotecario, se establece que la naturaleza de la finca se
determinará expresando si es rústica o urbana, el nombre con el que sean conocidas
en la localidad y si se dedican a cultivo de secano o regadío. En la misma línea, los
arts. 235 y ss de la Ley de Reforma y Desarrollo Agrario, sanciona una concordan-
cia entre registro y catastro. Con todo ello, no cabe duda que el concepto de finca
en sentido material cobra importancia en el Derecho agrario, tratando de incorporar
la función al concepto de cosa, como uno de los objetivos que debe presidir la
regulación especial de la propiedad privada, traduciéndose este concepto en el
ámbito de las unidades agrarias como explotaciones unitarias (unidades de coloni-
zación, fincas de reemplazo en las concentraciones parcelarias, unidades mínimas
de cultivo).
Todo ello comporta una serie de limitaciones que entre otro orden de cosas
afecta al ius disponendi o derecho de disposición del propietario, al ser considera-
das las unidades agrarias como elementos fundamentales de la explotación agríco-
la, debiendo mantenerse y conservarse Ia explotación en estado de servir para su
uso agrícola.
III.-TRANSMISIÓN DE LA PROPIBDAD AGRARIA.
El tema está en íntima relación con el criterio de las unidades agrarias o de
cultivo que son el resultado de la intervención pública en la propiedad rural o agrí-
cola y alavez se traduce en una serie de limitaciones que vienen presididas por el
establecimiento de la indivisibilidad de tales unidades asrarias (huertos familiares,
fincas de reemplazo,etc).
El 12 de enero de 1973 fue promulgada la ley agraria más importante de los
últimos tiempos, la Ley de Reforma y Desarrollo Agrario, la cual parte del princi-
pio de la reforma integral de la agricultura. Esta ley, en sus tres primeros artículos
establece los principios y postulados de los que parte la ley, los cuales se centran en
la función social y la funcionalidad de la propiedad de la tierra y las grandes actua-
ciones del Estado.
Con esta ley y siguiendo los postulados de otras anteriores, alcanza estatus
de individualidad el concepto de Patrimonio Familiar; constituido por los lotes que
el IRIDA adjudique con carácter definitivo junto a los bienes que los adjudicatarios
puedan aportar; formando una unidad integrada por las tierras a é1 adscritas, la casa
de labor, elementos de trabajo, ganado, granjas, etc.
El patrimonio debe estar atribuido a una persona física. Este concepto se
superpone al de Explotación familiar definido en el art. 25 de la LRYDA, siendo
las características de estas explotaciones que la explotación sea de magnitud y
características determinadas y que los rendimientos que se obtengan de la misma
proporcionen un nivel de vida decoroso y digno a una familia tipo.
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Sin embargo, estos fines propios de una economía de colonización fueron
variados en el Estatuto de la Explotación Familiar Agraria y de los Agricultores
Jóvenes de24 de diciembre de 1981, estableciéndose en su art. 1 que la presente
ley protege la explotación familiar agraria y facilita la incorporación de los agricul-
toresjóvenes a las actividades agrarias, de acuerdo con los siguientes objetivos:
a) constituir explotaciones agrarias viables y mantener su integridad y conti-
nuidad como unidades empresariales, promoviendo su desarrollo y modernización
para que consoliden o alcancen la viabilidad social y económica.
b) estimular la incorporación progresiva a la dirección de las explotaciones
familiares agrarias de los colaboradores que hayan de suceder profesionalmente en
la titularidad de las mismas y facilitar el acceso de los agricultores jóvenes a la pro-
piedad de los medios de producción y sucesión de las explotaciones agrarias,
mediante acuerdos de colaboración familiar y acceso a la propiedad.
c) facilitar la inscripción registral de los bienes y derechos que constituyen
las explotaciones familiares agrarias.
Otras unidades agrarias son los huertos familiares, los cuales también se
desanollan en el derecho propio de la colonización de posguerra, siendo su finali-
dad suministrar a los trabajadores del campo o de la industria una actividad com-
plementaria, mediante la adjudicación de un pequeño patrimonio o finca. Están
constituidos por tierras que el IRIDA redistribuye o con los sobrantes de las opera-
ciones de concentración, si bien en la actualidad están en desuso.
Esta ley, siguiendo el precedente sentado por 1a primera Ley de
Concentración Parcelaria de 20 de diciembre de 1952, insiste en el criterio de esta-
blecer las unidades mínimas de cultivo o unidades agrarias. Este sistema se traduce
en la imposición de una serie de limitaciones presididas por el establecimiento de
la indivisibilidad de las unidades agrarias según sus tipos (huertos familiares, fincas
de reemplazo, unidades de colonización, etc.). Este concepto se refiere a fincas rús-
ticas que pueden ser objeto de una explotación agrícola, pecuaria y forestal, tratan-
do de evitar el excesivo parcelamiento.
La definición de unidad mínima viene establecida en el afi. 76 de la Ley de
Concentración Parcelaria de 1962, donde se establece que las fincas de extensión
igual o inferior a la fijada parala unidad mínima de cultivo tendrán la considera-
ción de cosas indivisibles, y la parcelación de predios de extensión superior a dicha
unidad sólo será válida cuando no dé origen a parcelas de extensión inferior a ella.
Conforme al art. 43 de la LRYDA, la extensión será la suficiente para que
las labores fundamentales utilizando los medios normales de producción puedan
llevarse a cabo con un rendimiento satisfactorio, teniendo en cuenta las característi-
cas de la agricultura en la comarca. La propia ley establece que la división o segre-
gación de una finca rústica sólo será válida cuando no dé lugar a parcelas inferiores
a la de la unidad mínima de cultivo.
No obstante, se permitirá la división o segregación cuando: a) la disposición
sea a favor de propietarios de fincas colindantes, siempre que como consecuencia
de la división o segregación, no resulte un mayor número de predios inferiores a la
unidad mínima de cultivo, b) que la porción segregada se destine de modo efectivo
dentro del año siguiente a cualquier género de edificación o construcción perma-
nente a fines industriales o a otros de carácter no agrario, c) si los predios inferiores
a la unidad mínima de cultivo se destinan a huertos familiares.
Estos preceptos son reproducidos en la Ley de concentración parcelaria de
Castilla y León de 28 de noviembre de 1990. También la ley establece unas espe-
cialidades en el sistema sucesorio que serán estudiadas a continuación. Como se
puede observar, la legislación agraria impone una serie de limitaciones al ius dispo-
nendi absoluto que rige el derecho de la propiedad general.
IV..LA SUCESIÓN HEREDITARIA. BL PACTO SUCESORIO.
En el presente epígrafe entraremos en el estudio del objeto principal de este
trabajo, tras estudiar algunos conceptos básicos para entender nuestro estime de
sucesión de las explotaciones agrícolas. Uno de los principios que rige el derecho
agrario en este tema es la tendencia a garanÍizar la unidad o integridad en la explo-
tación agrícola y alavez la continuidad sucesoria de la misma.
Gran parte de la doctrina ha sancionado que las normas del Código Civil en
materia de sucesión mortis causa, es la causa del fraccionamiento de la propiedad
rural y por contra, los Derechos Forales son la base de las normas especiales de la
sucesión en derecho agrario. Sin embargo, no se puede afirmar con rotundidad tal
expresión. No cabe duda que nuestro legislador decimonónico perdió la sensibili-
dad de ciertas instituciones que respondían a la tradición jurídica española , como
por ejemplo la renuncia a la sociedad de gananciales, y alavez se introdujeron ins-
trumentos de acercamiento del derecho común y foral, tan novedosos como estéri-
les, tales como la troncalidad del art 811 del Código Civil, olvidando que la solu-
ción adecuada se encontraba en la comunidad continuada en relación con el rési-
men de gananciales.
t8
Como dice Luna Serrano, "nuesfo código partió de la base de que la activi-
dad agraria era un aprovechamiento de la facultad plena, o a veces menos plena,
que coffespondía al titular propietario o detentador de un derecho real, identificado
con la idea del postulado individualista del Código napoleónico, sin admitir normas
que reflejasen la actividad económica y su posibilidad de conservación y transmi-
sión".
El nuevo derecho surgido con posteridad a la publicación del Código Civil,
ha ido acopiando las necesidades sociales que han surgido y que suscitan nuevas
formas de vinculación de los bienes, las cuales no sólo surgen para proteger los
intereses de los más débiles o desprotegidos, como puede ser la familia campesina,
sino también para defender intereses de la propia comunidad, por cuanto interesa
desde un punto de vista económico el mantenimiento de las unidades de explota-
ción agraria (fincas de reemplazo, unidades de colonización, unidades mínimas de
cultivo, huertos familiares).
El mantenimiento de la unidad agraria en el derecho comparado encuentra
diferentes soluciones, y así en el derecho geÍnano, la legítima no es una parte de la
herencia sino un derecho de crédito de la misma y además, el pacto sucesorio es
ampliamente permitido. En este derecho se establece un verdadero patrimonio
familiar separado por su indivisibilidad llevando consigo la atribución a un sólo
heredero, si bien en la actualidad se ha limitado por la gran industrialización dela
agricultura alemana. 
.:
En el derecho italiano, surgió un derecho agrícola independiente hace ya
tiempo y por ello, en el Código Civil de 1942, aparece el patrimonio familiar como
un régimen económico familiar y se establece un régimen especial de sucesión de
la unidad mínima de cultivo. En el derecho francés, se encuentra como punto de
pafiida el Código de 1804, el cual parte de un fuerte individualismo incompatible
con planteamientos de vinculación de bienes. aunque ha habido reformas posterio-
res que han ido adaptando el Derecho Sucesorio a las necesidades de la agricultura.
El derecho francés parte de las mismas limitaciones que el Código español, el prin-
cipio de que nadie está obligado a permanecer en indivisión y la atribución de las
cuotas hereditarias que ha de hacerse manteniendo la igualdad in natura y en valor.
Nuestro Código Civil se apartó del derecho alemán o italiano y sin recoger la
tradición histórica reflejada en los derechos forales (fiducia sucesoria, sucesión
contractual, comunidad continuada, etc.), contribuyó al excesivo fraccionamiento
de la propiedad rústica y en consecuencia, impide la conservación de la explotación
familiar agraria muerto su titular.
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Con la publicación de la LRYDA de 1973, nace un auténtico Derecho
Sucesorio Agrario, que viene a superar el sistema del Código Civil, el cual y a
pesar de su equidad y justicia, no puede resolver la problemática de la conservación
de las explotaciones agrícolas familiares, que por otro lado tampoco solucionaban
las legislaciones forales y en este punto se debe convenir con De los Mozos en que:
"ni el atraso, ni la pobreza de una agricultura pueden achacarse al sistema legitima-
rio de los territorios de derecho común, ni la riqueza y prosperidad agraria son atri-
butos de las regiones forales con sus vinculaciones patrimoniales o sucesiones con-
tractuales, ya que en todo caso, los males agrarios tienen otras óausas con plena
independencia de la naturalezajurídica de la explotación y de su tradición históri-
ca".
No se debe olvidar que el sistema de legítimas del Código Civil no ha impe-
dido el desarrollo de la agricultura en Valencia o Murcia, y por otro lado, en regio-
nes como Aragón o Navarra, se encuentran instituciones que dificultan la conserva-
ción de la Explotacion Agraria. Así por ejemplo, la troncalidad que da lugar a con-
secuencias perturbadoras para el mantenimiento de la explotaciín agraria, no sólo
mediante las reservas sino a través de los recobros y las reversiones; el orden de
suceder se encuentra mejor establecido en el Código Civil que en las
Compilaciones.
La LRYDA supone un hito en la creación del derecho sucesorio español, la
cual tiene su colofón en el Estatuto de la Explotación Familiar Agrícola y
Agricultores Jóvenes. Con esta nueva ley, en la que se plasmaba como uno de sus
objetivos constituir explotaciones agrarias viables y mantener su integridad y conti-
nuidad como unidades empresariales, se intentó resolver definitivamente el orden
sucesorio.
Para ello, intenta proteger la integridad de la explotación y formula nuevas
instituciones sucesorias como el pacto sucesorio, reconociéndose a favor del here-
dero colaborador un derecho de atribución integral de la explotación para sí, con la
obligación de indemnizar al resto de los coherederos. Algún autor ha entendido que
esta nueva normativa supone un acercamiento entre el derecho común y los dere-
chos forales, alavez que una aproximación a los derechos europeos.
Esta nueva regulación presenta como rasgos generales los siguientes:
a) crear una disciplina uniforme para ),a transmisión hereditaria y no sólo
para las unidades típicas agrarias, sino que además, incluye toda clase de bienes
muebles e inmuebles que pertenezcan al titular.
b) la atribución integral de la explotación indivisa a un sucesor único con
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una merma de los derechos legitimarios, ya que pueden cobrar sus haberes heredi-
tarios en el plazo máximo de diez años, la valoración de la explotación se hará en
cuanto a la diferencia existente entre el momento de la transmisión y el precio del
mercado de la misma y, por otra parte, incluso se puede valorar en función de la
renta promedio de los cinco años.
c) incardinación del Derecho de Familia y el de Sucesiones en torno a la idea
de la explotación familiar agraria.
V. LA PROTECCION DE LA EXPLOTACION FAMILIAR
EN EL CODIGO CIVIL:
El Código Civil establece alguna norma que favorece la continuidad de la
explotación familiar, si bien con un carácfer limitado, al estar enmarcados dentro
del principio dispositivo que rige el Derecho civil normas que, en algunos casos,
son reminiscencias de instituciones históricas que tuvieron un mayor desenvolvi-
miento y efectividad en aras de mantener la permanencia e indivisibilidad de la
explotación agrícola (Partidas y Leyes de Toro). Estas instituciones son fundamen-
talmente las siguientes:
a.- la Partición del testador. El art. 1056.1'en relación con el art. 1062 del
Código Civil. El art. 1056.1" establece que: "Cuando el testador hiciere por actos
intervivos o por última voluntad la partición de los bienes, se pasará por ella, en
cuanto no perjudique la legítima de los herederos forzosos" y el art. 1062 d,el
Código Civil establece que: "Cuando una cosa sea indivisible o desmerezca mucho
por su división, podrá adjudicarse a uno a calidad de abonar a los otros el exceso en
dinero. Pero bastará que uno sólo de los herederos pida su venta en pública subasta
y con admisión de licitadores extraños, para que así se haga.,'
Se trata de una institución que en la actualidad ha perdido los elementos que
en el pasado histórico la sustentaban y 1a dotaban de eficacia, la idea de comunidad
familiar y el reconocimiento del pacto sucesorio, necesitando para poder desplegar
cierta influencia en este tema, la existencia de normas especiales.
El régimen de la sociedad de gananciales y el carácter personal del testamen-
to, en el que cada uno de los cónyuges no puede disponer de los bienes más allá de
lo que el código le permite, se convierte en una de las dificultades más graves para
que los preceptos citados desplieguen su eficacia.
una forma para mantener la continuidad del patrimonio es el otorgamiento
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de testamento partición por separado de los cónyuges, pero estando de acuerdo,
para mediante disposiciones paralelas, llegar a la finalidad única.
En lo que se refiere a las legítimas, la limitación impuesta al testador se
refiere al respeto de la cuota legitimaria, estando en relación lo establecido en el
art. 1056.1 con 1o establecido en el art. 1075 del Código Civil: "La partición hecha
por el difunto no puede ser impugnada por causa de lesión, sino en caso de que per-
judique la legítima de los herederos forzosos o de que aparezca, o racionalmente se
presuma, que fue otra la voluntad del testador", pero no se ponen límites a la forma
de disposición, ni al pago en dinero, mediante la atribución de cosas indivisibles
(art. 1062.1del Código Civil).
La mayor parte de la doctrina entiende que cuando el art 1056.1 se refiere a
actos inter vivos, está aludiendo a la forma de realizar la partición, pero nunca a la
disposición, dado que ésta sólo se puede hacer en testamento. Para poder tener
efectos en vida del causahabiente se requiere combinar la partición del testador con
donaciones a título de mejora (art 825 del Código Civil a sensu contrariu:
"Ninguna donación por contrato entre vivos, sea simple o por causa onerosa, en
favor de hijos o descendientes, que sean herederos forzosos, se reputará mejora si
el donante no ha declarado de una manera expresa su voluntad de mejorar").
De cualquiera de las maneras, lo establecido en el art. 816 del Código Civil
pesa como una losa en contra de la unidad de la explotación agraria: "Toda renun-
cia o transacción sobre la legítima futura entre el que la debe y sus herederos forzo-
sos es nula, y éstos podrán reclamarla cuando muera aquel."
La norma del art. 1062 supone un freno a la división, pero en relación con el
art. 1056, se convierte en un instrumento para conseguir una adaptación legal a la
empresariedad agraria moderna. La solución estaría en establecer legalmente la
indivisibilidad de la explotación agraia,lo cual hoy por hoy no es admitido.
b.- La facultad concedida al padre titular de una explotación agraria.art.
1056.2" del Código Civil.
Este precepto establece que: "El padre que en interés de su familia quiera
conservar indivisa una explotación agrícola, industrial o fabril, podrá usar la facul-
tad concedida en este artículo, disponiendo que se satisfaga en metálico su legítima
a los demás hijos".
Este art. de gran claridad y elocuencia presenta problemas en cuanto a su
aplicación por su carácter restringido. En primer lugar, se observa que éste artículo
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se refiere sólo al padre, mientras que el primer número de este artículo se refiere
con carácter general al testador, lo cual indica la clara mentalidad del legislador de
limitar el efecto de la previsión del número segundo. Otro elemento que limita la
aplicación es que es necesario que el padre base su voluntad en un testamento y no
por actos inter vivos, aunque un efecto similar se consigue mediante la mejora en la
explotación efectuada mediante donación, aunque en este caso, existe la posibilidad
de revocarla, salvo que se haya hecho por capitulaciones matrimoniales o por con-
trato oneroso celebrado con un tercero.
Este precepto se ha de poner en relación con lo establecido en el art. 841 del
Código Civil, tras la reforma de la Ley 1ll198i de 13 de mayo, precepto en el que
se establece que: "El testador o el contador partidor expresamente autorizado por
aquel podrá adjudicar todos los bienes hereditarios, o parte de ellos, a alguno de los
hijos o descendientes, ordenando que se pague en metálico la porción hereditaria
de los demás legitimarios". Este precepto es más amplio que el estudiado con ante-
rioridad y produce mejores efectos en aras de la estabilidad de la explotación fami-
liar. El precepto se desarrolla en los artículos siguientes pero no cabe duda que se
amplía de forma ostensible la posibilidad del pago de legítima en metálico.
c.- La mejora de cosa determinada.
El art. 829 del Código Civil establece que: "La mejora podrá señalarse en
cosa determinada. Si el valor de ésta excediere del tercio de mejora y de la parte de
legítima correspondiente aI mejorado, deberá éste abonar la diferencia en metálico
a los demás interesados".' Es un instrumento eficaz para mantener la explotación
agraria familiar, si el testador decide mejorar a un heredero en cosa cierta, consis-
tiendo ésta la cosa cierta en la explotación agrícola.
Instrumento similar se puede uttlizar cuando el testador no tenga herederos
legitimarios mediante el legado de cosa cierta (arts. 882 y BB3 del Código Civil -se
debe entregar la cosa con sus accesorios y en el estado en que se halle al morir el
testador-). La importancia de este precepto radica en que ha sido el instrumento uti-
lizado en las zonas de derecho común.
Otro aspecto importante en esta institución es la obligatoriedad del instituido
en la continuación de la explotación, dado que si el heredero no continuara con la
explotación, podría revocarse Ia mejora al considerarse como una institución condi-
cional (art. 790 y ss).
Todos estos instrumentos iurídicos favorecen la estabilidad de las exnlota-
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ciones agrícolas, si bien en palabras del profesor Javier Costales, los medios arbi-
trados por el Código Civil no configuran una auténtica y real continuidad sucesoria
de la explotación agrícola, pues ciertamente "favorecen" pero no "determinan" esa
conservación en el tiempo.
La legislación del Código Civil está fundamentada en un sistema basado en
el individualismo jurídico y en normas dispositivas que, si bien permiten al agricul-
tor que desea mantener unida su explotación agrícola, no suple la inactividad de
quien no ha previsto tal opción.
Otro aspecto que impide que despliegue verdaderos efectos esta legislación,
es que no se establece ninguna cualidad personal del heredero, esto es, no se exige
el carácter de agricultor del mismo, dado que además de no fraccionar la explota-
ción se debe exigir que esté debidamente atendida.
VI. ESTATUTO DE LA EXPLOTACION FAMILIAR AGRARIA Y DE
LOS AGRICULTORES JOVENES DE 24 DE DICIEMBRE DE 1981.
Al margen del Código Civil, ha surgido una legislación agraria profunda-
mente innovadora en esta materia, junto con otras, estableciéndose normas especia-
les en la LRYDA. Sin embargo, con el Estatuto se ha dado un salto cualitativo pre-
sentando grandes novedades dentro del sistema sucesorio común. Esta norma dife-
rencia varias formas de atribución de la explotación agraÁa, tales cuales son por
voluntad del titular y por voluntad legal. La primera puede ser, o bien por pacto
sucesorio, o bien por testamento; y la segunda comprende la sucesión intestada.
a) Por voluntad del titular:
a.l) El pacto sucesorio.
Se trata sin lugar a dudas de una de las grandes innovaciones de la Ley, cre-
ándose un régimen estatutario especial para las explotaciones familiares con carác-
ter de ley especial. Nuestro legislador no optó por reformar el Código Civil, sino
por crear un sistema excepcional para las explotaciones agrícolas, que ya había
sido comenzado con la LRYDA.
Esta institución está inspirada en el derecho germánico con un fuerte carácter
contractual, atribuyéndose la explotación a uno sólo de los herederos, con el pago
de las legítimas a los coherederos forzosos, y a la vez, arficulando garantías de
cobro de sus legítimas frente al sucesor único. Esta institución está regulada en los
arts. 18 a 20.
Como elementos personales del pacto, se definen al titular de la explotación
y ai sucesor, el cual tendrá que ser un heredero legitimario que reúna la calidad de
colaborador. En principio, será un hijo y si no hubiere algún hijo que fuera colabo-
rador, con el consentimiento de los legitimarios se podrá atribuir a quien ostente tal
cualidad; lo mismo ocurrirá cuando no existan legitimarios. Con ello no cabe duda
que se está primando más la dedicación y profesionalidad que el vínculo familiar.
En cuanto a los requisitos formales del pacto, exige el art 35 de la ley, que tanto la
prestación de consentimiento, renuncia o convenio sobre derechos hereditarios
deberán formalizarse en escritura pública.
Cuando se trata de una explotación familiar agraria han de concurrir en su
constitución ambos cónyuges y el sucesor nombrado ha de mantener la cualidad de
colaborador hasta el fallecimiento del titular, dado que de no ser de este modo, se
podrá revocatLa ley estipula para el caso de disposición a título oneroso que el
instituido sucesor tiene derecho de adquisición preferente y facultades de impugna-
ción. Los mismos derechos caben en caso de transmisión parcial de la explotación.
El pacto sucesorio podrá ser resuelto por las siguientes causas: acuerdo de
los otorgantes en escritura pública, incumplimiento de cargas o condiciones
impuestas, conducta que dificulta la normal vida familiar, y en general, las causas
de indignidad o desheredación.
En general, se debe aplaudir este intento legislativo y no cabe duda que
fomenta la estabilidad y mantenimiento de la explotación agrícola familiar, pero no
debe perderse de vista que el régimen del Código Civil sigue vigente en tales suce-
siones y por ello el heredero debe aceptar Ia herencia y tiene todos los derechos que
le concede el Código, tales como el beneficio de inventario, derecho a deliberar,
aceptación y repudiación. Un sucesor instituido podría repudiar la herencia y en
consecuencia, dejar sin aplicación el pacto sucesorio. No se debe olvidar que esta
norma introduce con carácter limitado una innovación a la limitación establecida
en el art. 12'11.2 del Código Civil Las especialidades de este tipo de sucesión con
respecto a las testamentarias son principalmente: que el contrato sucesorio es unila-
teralmente irrevocable, la voluntad queda fijada, mientras que el testamento es
revocable y sus disposiciones se pueden alterar.
a.2) La sucesión testada.
La ley establece tres formas de testamento:
- Testamento normal. Se establece que en defecto de pacto sucesorio, la
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sucesión familiar se referirá a la persona que el causante designare en testamento
del tipo que sea (abierto, cerrado, olografo, etc.). En este caso, si existieren herede-
ros forzosos deberá recaer el nombramiento sobre alguno de ellos y, si no fuere
heredero forzoso, es necesario que estos hubieran renunciado o convenido sobre
sus derechos o incurido en causa de desheredación o que se respeten sus legítimas.
Cuando se da éste tipo de sucesión, el nexo de colaboración cede ante la relación
familiar.
- Testamento mancomunado. Los cónyuges podrán otorgar testamento abier-
to mancomunado a fin de ordenar la sucesión en la explotación familiar agraria en
su integridad. La revocación o modificación de este testamento habrá de hacerse
por ambos cónyuges, con las mismas formalidades con que se otorgó. En caso de
disolución de matrimonio será válida la revocación unilateral, que habrá de notifi-
carse fehacientemente al otro cónyuge. Obviamente, esta previsión colisiona fron-
talmente con el art. 669 del código Civil, en el que se dice que no podrán testar dos
o más personas mancomunadamente o en un mismo instrumento, ya lo hagan en
provecho recíproco, ya en beneficio de un tercero. La ley tiene en consecuencia
efecto derogatorio del art. 669, pero sólo en el ámbito de la misma: en el ámbito
personal sólo pueden otorgar testamento los cónyuges cotitulares, en el ámbito real
sólo la explotación agraria en su integridad y, en el ámbito formal sólo en defecto
de pacto sucesorio y en testamento abierto. Esta ley también deroga de forma limi-
tada lo dispuesto en el art. J33, en el que se sanciona que no será vaiido en España
el testamento mancomunado prohibido por el art. 669, que los españoles otorguen
en país extranjero, aunque lo autoricen las leyes de la Nación donde se hubiere
otorgado.
- Testamento por comisario. En este caso, el testador podrá nombrar comisa-
rio a su cónyuge al sólo efecto de designar sucesor en la explotación agraria. El
comisario designará un sucesor, salvo que el causante hubiere establecido otra
cosa. El comisario no podrá delegar esta función. El nombramiento de comisario se
realizará en testamento abierto y en esta forma o en escritura pública habrá de
constar el sucesor, siendo inevocable en este último caso. El comisario conservará
el usufructo de la explotación en tanto en cuanto no haya cumplido su encargo. Si
todos los descendientes comunes, o a falta de ellos, las demás personas que sean
colaboradores de la explotación, hubieren alcanzado la mayoría de edad, cualquiera
de ellos podrá exigir que en el plazo de un año se designe sucesor. Cuando el cón-
yuge contraiga nuevas nupcias, perderá la cualidad de comisario, salvo disposición
contraria del causante. Esta ley también deroga singularmente el aft 670 del Código
Civil, en el cual se dice que el testamento es un acto personalísimo y no podrá
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dejarse en la formación, ni en todo ni en parte, al arbitrio de un tercero, ni hacerse
por medio de comisario o mandatario. Obviamente, esta derogación sólo alcanza al
límite de la Ley.
b) Por voluntad de la ley: sucesión intestada.
La ley establece que a falta de pacto sucesorio o de disposición testamenta-
ria, la explotación se atribuirá íntegramente al heredero legítimo más próximo que
ostente la cualidad de colaborador de la misma. Si concurrieren varios en las mis-
mas circunstancias, se atribuirá la explotación a quien hubiera permanecido más
tiempo colaborando en la misma. Cuando no existan herederos legítimos que sean
colaboradores en la explotación, sucederá en titularidad de la misma el que, siendo
heredero legítimo, se comprometa a continuarla y si son varios, se estará al acuerdo
de la mayoría. Cuando nadie se comprometiere a continuar con la explotación o no
se llegue a un acuerdo entre los comprometidos, o de no llegarse a un acuerdo en el
plazo de tres meses desde que se abre la sucesión, se entenderá que desean anular
las obiigaciones impuestas por la Ley. Si no existen herederos legítimos, sucederán
en la explotación los colaboradores de la misma, prevaleciendo entre estos, de ser
varios, el orden de antigüedad en la explotación. Si existiera antigüedad igual en
varios. decidirá el acuerdo de la mavoría.
c) Disposiciones comunes )¡ adquisición preferente.
La valoración de la explotación a efectos de la participación hereditaria deri-
vada del pacto sucesorio, sucesión testada o intestada, se efectuará por acuerdo de
los interesados y de no darse, por la renta promedio de los últimos cinco años. El
sucesor en la titularidad deberá efectuar el pago del haber hereditario correspon-
diente a los demás herederos en la explotación, en el plazo máximo de diez años,
contados desde la apertura de la sucesión y debiéndose abonar al menos el sesenta
por ciento del haber durante los primeros años. Para este pago, se establecieron
ayudas públicas y subvenciones. Si antes de quince años desde la sucesión, la
explotación fuese enajenada, expropiada o dejare de constituir una explotación
familiar agraria del adjudicatario o de sus sucesores, los legitimarios o los herede-
ros abintestato tendrán un derecho de reembolso. Este derecho de reembolso supo-
ne un derecho de adquisición preferente junto al derecho que tiene el instituido
sucesor, como se ha visto con anterioridad. La ley establece que, cuando estos dere-
chos no sean ejercitados, el Estado es titular de los mismos. Por último, también se
regulan los derechos de tanteo y retracto.
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A modo de síntesis, se puede establecer que la eficacia del Código Civil es
limitada dado que no determina la continuidad de la explotación, sino únicamente
la favorecen y además no tiene en cuenta la cualidad de profesional del sucesor. En
la ley especial se crean instituciones que realmente determinan la continuidad de la
explotación familiar y constituye una garantía de tal continuidad. Aún así, conside-
ro que debió haberse seguido el sistema francés consistente en reformar el Código
Civil y reformar de forma global el derecho sucesorio, de tal suerte que se puedan
aplicar las previsiones pensadas para las explotaciones agrarias a otras explotacio-
nes, por ejemplo de carácter industrial o comercial.
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LA UTILIZACTOI{ DE
LA PROPIEDAD AGRARIA DESDE
EL PUNTO DE VISTAADMINISTRATIVO
MIGUE L ANGE L PEREZ ALUAREZ
Abogado del Estado de León
I. INTRODUCCION: DELIMITACION DEL OBJETO DE LA
EXPOSICION.
Debe comenzarse por reconocer que el título de la exposición hace referen-
cia a un objeto ya de por sí sumamente amplio, tan amplio que justificaría sobrada-
mente una obra monográfica sobre la cuestión, y de no poco tamaño. Por ello,
resulta necesario acotar o determinar en alguna medida el objeto de la ponencia,
cosa que habrá de realizarse a través de un examen de los términos utilizados en el
título de la misma.
Así, debemos hacer referencia primeramente a lo que entendemos por "pro-
piedad agrafia", a los efectos de la exposición. Define el Diccionario de la Real
Academia Española la palabra "agrario" como "perteneciente o relativo al campo",
proviniente etimológicamente del latín "agrarius", derivado a su vez de "ager,
agri", campo. Por su parte, el concepto legal de propiedad aparece recogido en el
aÍículo 348 del Código Civil al señalarse que "la propiedad es el derecho de gozar
y disponer de una cosa, sin más limitaciones que las establecidas en las leyes". Sin
poder detenernos en las abundantes críticas que ha provocado este precepto, debe
destacarse ante todo que en el presente caso no estamos utilizando el término "pro-
piedad" en sentido técnico-jurídico, es decir como conjunto de facultades domini-
cales que corresponden al titular de un bien, sino en un sentido más usual o colo-
quial, como "cosa que es objeto del dominio, sobre todo si es inmueble o raít",
conforme al segundo significado que el citado Diccionario de la RAE da al término
"propiedad".
En consecuencia, con la expresión "propiedad agraria" nos vamos a referir al
conjunto de bienes inmuebles que son susceptibles de un aprovechamiento econó-
mico agrario, es decir, a las innumerables fincas, predios o parcelas existentes cuya
rentabilidad deriva directamente de la producción agrícola, entendiendo ésta en
sentido restrictivo, como el rendimiento obtenido directamente del suelo a través de
siembras y plantaciones de cualquier especie vegetal.
Tradicionalmente, los autores de Derecho administrativo han utilizado el tér-
mino "agricultura" en sentido amplio, incluyendo dentro del mismo cualquier acti-
vidad organizada que incide económicamente sobre los sistemas naturales terres-
tres. Con tal concepto quedarían comprendidos dentro del mencionado término, los
cultivos de rendimientos anuales o plurianuales, las explotaciones forestales autóc-
tonas o repobladas y también los aprovechamientos ganaderos, muchas veces inse-
parables de los anteriores y que generalmente, además, los complementan.
Sin embargo, en la presente ponencia se va a utllizr un concepto restringido
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de propiedad agraria, excluyéndose por tanto, a los efectos de la exposición, la uti-
lización ganadera o pecuaria del campo, pues en tal supuesto la productividad eco-
nómica no deriva directamente de la cobertura vegetal del tereno. Por el contrario,
sí quedaría dentro de este concepto el aprovechamiento forestal de los montes,
puesto que en este caso el beneficio se deriva directamente de la explotación del
suelo.
En segundo lugar, en el título de la ponencia se hace referencia ala"utiliza-
ción" de la propiedad agraria. Debe destacarse que esta utilización (entendida como
se ha dicho, en el sentido de explotación agrícola o forestal del campo) no siempre
es realizada por el propietario o titular dominical del terreno. Antes bien, existen
múltiples fórmulas jurídicas a través de las cuales la explotación agraria de un
teffeno es llevada a cabo por quien no tiene la condición de propietario del mismo.
Luego tendremos ocasión de referirnos a estas figuras jurídicas, debiendo destacar-
se que su aplicación se encuentra en íntima conexión con la naturalezajurídica del
tereno en cuestión.
Finalmente, debe hacerse referencia a la expresión "desde el punto de vista
administrativo". Con ella quiere rem¿rc¿rse que el objeto de la exposición es anali-
zar la incidencia que tiene la actuación de las diversas Administraciones Públicas
en la explotaciín agraria de los fundos. Tradicionalmente se ha distinguido, dentro
de la actuación de aquéllas con transcendencia para los administrados, entre activi-
dad administrativa de policía y actividad administrativa de fomento. La primera se
dirige a disciplinar las consecuencias administrativas de las actuaciones llevadas a
cabo por los particulares en un sector determinado, ya sea con el establecimiento de
licencias o concesiones que deberán ser obtenidas para desarrollar una determinada
actividad, ya sea con la aplicación de normas imperativas que deberán ser respeta-
das por los administrados, provocando su incumplimiento la imposición de sancio-
nes administrativas. Por su pafte, la actividad administrativa de fomento se dirige a
la potenciación de ciertas actividades privadas, en la medida en que las
Administraciones Públicas consideran beneficiosas o saludables desde el punto de
vista social o económico larealización de las mismas, por lo que resulta adecuado
fomentarlas a través de ayudas, subvenciones o beneficios fiscales.
Estos dos sectores de la actividad administrativa, el de policía y el de fomen-
to, tienen relevancia para el particular que se dedique a actividades agrícolas, revis-
tiendo una extraordinaria importancia en este ámbito económico el ingreso de
España en la Comunidad Económica Europea, hoy simplemente, tras el Tratado de
Maastricht, Comunidad Europea.
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Cabe referirse también, como un tercer ámbito de la actuación administrati-
va, ala acción de servicio público, consistente en el conjunto de actividades que las
Administraciones Públicas despliegan con la finalidad de lograr unos resultados
que los particulares nunca podrían obtener por sí solos. Este tercer sector tiene tam-
bién relevancia en el mundo agrario, como veremos más adelante.
En consecuencia, ya para concluir esta introducción, el objeto de la ponencia
versará básicamente sobre la incidencia del Derecho administrativo en la explota-
ción agrícola o forestal de las propiedades agrarias. aunque resultarán inevitables,
como veremos, las referencias a otros sectores de nuestro ordenamiento jurídico,
como el Derecho civil o el Derecho comunitario.
II. CLASIFICACION DE LAS PROPIEDADES AGRARIAS
EN FUNCION DE SU TITULARIDAD Y DE SU DESTINO.
Ya se ha señalado anteriormente que la utilización de las propiedades agra-
rias es un tema que está en íntima conexión con la naturaleza jurídica de la finca en
cuestión. Resulta indispensable por tanto hacer referencia a las diversas clases de
fundos que pueden existir desde el punto de vista jurídico, antes de analizar las
diversas fórmulas jurídicas que posibilitan su explotación agrícola o forestal.
El criterio básico de clasificación es el que atiende a la titularidad de las pro-
piedades agrarias. En este sentido, cabe distinguir primeramente dos grandes gru-
pos de bienes: los pertenecientes a los particulares y los pertenecientes a las diver-
sas Administraciones Públicas. Por otro lado, resulta claro que, conforme al objeto
de la exposición, es básicamente la Administración Local la que ostenta la titulari-
dad de los inmuebles susceptibles de explotación agraria.
Resulta por ello imprescindible referirse a las diversas clases de bienes que
pueden integrar el patrimonio local. En materia de bienes locales deben tenerse en
cuenta las siguientes noffnas estatales:
- Artículos 79 a 83 de la Ley 711985, de 2 de abril, reguladora de las Bases
del Régimen Local (en adelante LBRL)
- Artículos 14 a87 del Texto Refundido de disposiciones legales vigentes en
materia de Régimen Local, aprobado por Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18
de abril. (en adelante TRRL).
- El Reglamento de Bienes de las Entidades Locales aprobado por Real
Decreto 1372/1986, de 13 de junio (en adelante RBEL).
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Aparte de las nornas estatales citadas, que tienen el carácter de legislación
básica de conformidad con los artículos I49.1.8 y 149.1.18 CE, habrá de tenerse en
cuenta la diversa normativa autonómica existente (como por ejemplo la Ley Foral
Navarra 611986 reguladora del régimen de bienes comunales), así como las propias
Ordenanzas Locales que regulan esta materia, e incluso la costumbre, a la que se
remite en ocasiones, como veremos, la legislación de régimen local, siendo el de
los bienes locales uno de los escasos ámbitos en los que aquélla tiene relevancia
como fuente del Derecho administrativo.
Pues bien, partiendo de la normativa citada, cabe distinguir en principio tres
clases de bienes locales: bienes de dominio público, bienes comunales y bienes
patrimoniales, aunque muy bien podría decirse que en la actualidad la clasificación
ha dejado de ser tripartita para convertirse en bipartita, pues legalmente (al menos,
según la normativa estatal), los bienes comunales han quedado integrados como
una clase de bienes de dominio público. La cuestión no es en absoluto pacífica, sin
embargo, como tendremos ocasión de analizar a continuación.
Como señala el art.79.3 LBRL, son bienes de dominio público los destina-
dos a un uso o a un servicio público. Detalla el artículo 74 TRRL que son bienes de
uso público local los caminos y carreteras, plazas, calles, paseos, parques, aguas,
fuentes, canales, puentes y demás obras públicas de aprovechamiento o utilización
generales cuya conservación y policía sean de la competencia de la Entidad local, y
que son bienes de servicio público los destinados al cumplimiento de fines públicos
de responsabilidad de las Entidades locales, tales como Casas Consistoriales,
Palacios Provinciales y, en general, edificios que sean sede de las mismas, matade-
ros, mercados, lonjas, hospitales, hospicios, museos, así como los montes cataloga-
dos de propiedad provincial.
Los problemas aparecen cuando se trata de definir el concepto de bienes
comunales. Señala el citado aft.79.3 LBRL que "tienen la consideración de bienes
comunales aquéllos cuyo aprovechamiento corresponda al común de los vecinos".
En principio existe una diferencia conceptual evidente entre bienes comunales y
bienes de dominio público. En efecto, mientras que éstos últimos están dedicados a
un servicio público concreto, o bien su destino es el uso público, es decir, el uso de
toda la colectividad, por el contrario los bienes comunales quedan excluidos de este
aprovechamiento por parte del público en general, pues éste corresponde única-
mente a aquellas personas que tengan la consideración de vecinos del municipio.
Esta nítida distinción conceptual se diluye en el artículo 80 LBRL que
comienza utilizando la expresión "los bienes comunales y demás bienes de domi-
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nio público", con lo que, en una interpretación literal del precepto, parece que los
bienes comunales son una clase de bienes de dominio público. Por su parte el
RBEL deja bien claro cuál es la posición de la normativa estatal, al señalar en su
artículo 2.3 que "tienen la consideración de comunales aquéllos bienes que siendo
de dominio público, su aprovechamiento corresponde al común de los vecinos".
Sin embargo, este criterio no ha sido compartido por diversas normas auto-
nómicas, para las que los bienes comunales son un "tertium genus" distinto de los
bienes de dominio público, manteniendo por lo tanto una clasificación tripartita de
los bienes locales. En tal sentido cabe citar el artículo 2 del Reglamento de
Patrimonio catalán de 1988 y el artículo 97 .2 de la Ley de la Administración Local
de Navarra de 2 de julio de 1990. Algún autor, como GUAITA, ha llegado a mante-
ner incluso que la clasificación bipanita de la normativa estatal es inconstitucional,
pues el artículo I32 de la Constitución distingue, según su tenor literal, los bienes
de dominio público de los comunales.
La polémica no puede ser comprendida sin tener en cuenta el origen históri-
co de los bienes comunales. Esta clase de bienes surge en nuestra península como
consecuencia de la aparición de núcleos de población derivados de la Reconquista.
Los nuevos asentamientos cristianos disponen de unos terrenos comunes, de un
auténtico patrimonio colectivo que responde con exactitud a la fórmula germánica
de la propiedad en mano común.
La compleja evolución que a lo largo de los siglos han seguido los bienes
comunales resulta difícil de describir con brevedad: la idea principal que debe des-
tacarse es que lo que en origen era propiedad de la colectividad, se vio afectado por
la aparición de los entes administrativos locales que, dotados de su propia persona-
lidad jurídica, no tardaron en pretender la titularidad de esta clase de bienes. Hay
autores que no dudan en calificar esta evolución como un "vasto proceso histórico
de desapoderamiento" como consecuencia de una continua expansión del patrimo-
nio local.
En definitiva, 1o que en un principio era propiedad del común de los vecinos
tendió a convertirse en una propiedad municipal, que pese a ello seguía siendo dis-
frutada por la colectividad vecinal. No es extraño que nuestra jurisprudencia, ante
esta conclusión paradójica, haya optado por una solución transaccional, conside-
rando a los bienes comunales como una propiedad compartida entre el municipio y
los vecinos. Especialmente ilustrativa es la Sentencia del Tribunal Supremo de 18
de mayo de 1982 ({rt.3964): "...1a Jurisprudencia -Sentencias de 14 de junio de
1968, 26 de junio de 1974, 15 de marzo de 1980, etc.- admite la posibilidad de la
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concuffencia de titularidad simultánea respecto de los bienes comunales por parte
del municipio y vecinos, al poder ser contemplados como titulares concurrentes en
una titularidad simultánea que los define como tipos de propiedad corporativa en
los que las facultades coffespondientes a los vecinos o habitantes son compatibles
con los derechos dominicales del municipio, cuya esencia (la del contenido del
derecho) no es la disposición de los bienes, sino solamente su aprovechamiento o
disfrute por los miembros de la comunidad, de modo que el derecho a participar de
los aprovechamientos puede configurarse como un derecho real administrativo de
goce, a la vez que pertenecen al municipio los bienes sobre los que recae, como
una variedad de los patrimoniales".
Sin embargo, pese a esta línea jurisprudencial que consideraba a los bienes
comunales como una clase de bienes patrimoniales, lo cierto es que la normativa
estatal, como se vio, los ha considerado posteriormente como una clase de bienes
de dominio público. No son extrañas por eso las palabras del profesor NIETO: "los
bienes comunales, como el alma del cazador Grachus, han ido llamando a todas las
puertas del Derecho administrativo, sin encontrar acomodo en ninguno de sus capí-
tulos. Muy próximos al dominio público, más o menos integrados en el patrimonio
municipal, variedades de servidumbre o comunidad, es 1o cierto que, pese a todas
estas analogías, no han podido nunca ser encajados satisfactoriamente en una de
estas categorías jurídicas".
Para finalizar con la referencia a los bienes comunales, debe señalarse que
los mismos "sólo podrán pertelecer a los Municipios y a las Entidades locales
menores" (art. 2.4 RBEL). Precisamente éstas últimas tienen entre sus principales
funciones la de la administración y conservación del patrimonio comunal, según se
desprende de los artículos 38 d) y 41 b) TRRL, señalando este último que coffes-
ponde a la Junta o Asamblea vecinal la regulación del aprovechamiento de los bie-
nes comunales, aprovechamiento al que nos referiremos más adelante.
Examinados los bienes de dominio público y los comunales, resta hablar de
los bienes patrimoniales o de propios. Su definición, según se desprende del artícu-
1o 76 TRRL y 6 RBEL, tiene un carácter residual: son bienes patrimoniales los que
siendo propiedad de la Entidad Local no están destinados a uso público ni afecta-
dos a algún servicio público y pueden constituir fuentes de ingresos para el erario
de la Entidad. Dicho de otro modo, son bienes patrimoniales aquellos bienes loca-
les que no sean demaniales ni comunales.
JO
III. LOS MONTES, EN ESPECIAL LOS MONTES VECINALES EN
MANO COMUN.
Habiendo delimitado el objeto de la ponencia en torno a la explotación agrí-
cola o forestal de las propiedades agrarias, parece adecuado hacer una referencia
específica a los montes, con muy especial mención de los llamados montes vecina-
les en mano común.
La normativa de montes se encuentra contenida principalmente en la Ley de
Montes de 8 de junio de 1957 (en adelante LM) y su Reglamento (RM) aprobado
por Decreto 48511962, de 22 de febrero. Estas normas estatales constituyen la
legislación básica en la materia, conforme al artículo 149.1.23 de la Constitución,
sin perjuicio de las normas dictadas por las Comunidades Autonómicas (a título de
ejemplo, Ley de Alta Montafa 2/1983, de 9 de marzo, de la Generalidad de
Cataluña).
El concepto legal de monte, sumamente amplio, se desprende de los artículos
i LM y 4 RM, conforme a los cuales tienen la consideración de montes:
a) Los terrenos en que vegetan especies arbóreas, arbustivas, de matorral o
herbáceas, sea espontáneamente o procedan de siembra, explotación, siempre que
tales especies no sean características del cultivo agrícola o fueran objeto del
mismo.
b) Los ter:renos que, sin reunir las anteriores condiciones, hayan sido objeto
de resolución administrativa por aplicación de las leyes que regulan esta materia y
en virtud de la cual hayan quedado o queden adscritos a la finalidad de ser repobla-
dos o transformados, por lo tanto, en terrenos forestales.
Por el contrario, no serán reputados legalmente montes, las praderas situadas
en las provincias del litoral cantábrico, ni los prados desprovistos sensiblemente de
arbolado de la precisada naítraleza, ni los que forman parte de fincas fundamental-
mente agrícolas.
Por lo que se refiere a las clases de montes, el criterio principal de distinción
es nuevamente el de la titularidad. Se distingue así entre montes públicos y montes
de los particulares. Dentro de los primeros se.encuentran los del Estado,
Comunidades Autónomas, Entidades locales y demás Entidades de Derecho públi-
co.
Una controversia que tradicionalmente ha dado lugar a posturas enfrentadas
es la de determinar si los montes públicos son bienes de dominio público o bienes
patrimoniales. La cuestión quedó definitivamente resuelta por el artículo 11 RM,
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que señala con carácter general que los montes públicos tienen la consideración
jurídica de bienes patrimoniales, estableciéndose sin embargo como excepción que
tendrán la consideración de bienes de dominio público cuando están adscritos a un
uso o a un servicio público.
Por otra parte, el art. 24 RM establece que los montes públicos pueden ser o
no de utilidad pública. La declaración de un monte como de utilidad pública coffes-
ponde a la autoridad administrativa y conlleva su inclusión en el Catálogo de
Montes. Por eso las expresiones "Monte de Utilidad Pública" y "Monte
Catalogado" son sinónimas. El régimen de estos montes catalogados se aproxima
mucho al de los montes demaniales, pero no es idéntico (por ejemplo los montes
catalogados pueden ser adquiridos por prescripción en el plazo de treinta años -art.
64 RM- frente a la la imprescriptibilidad de los bienes de dominio público). Esto ha
provocado que algún autor se refiera a los montes de utilidad pública o catalogados
como "un régimen de dominio público enmascarado" aunque, insistimos, tal afir-
mación no es completamente exacta.
Por lo que se refiere a los Montes de los particulares, el arf . 31 RM distingue
entre montes protelctores y no protectores. Los primeros, que presentan algunas
peculiaridades en su régimen jurídico, podrán obtener esta declaración si se
encuentran en determinados supuestos (estar situados en las cuencas abastecedoras
de los ríos, reunir alguna de las características de los montes de utilidad públicas,
etc.). La distinción entre montes protectores y no protectores tiene escasa trascen-
dencia práctica.
Mucho mayor interés tiene referirse a los llamados Montes Vecinales en
Mano Común, regulados en la Ley 5511980, de 11 de noviembre. Por así decir,
estos montes son bienes comunales que han escapado de la expansión histórica del
patrimonio local que se analizó anteriormente, pues son aquéllos que pertenezcan a
agrupaciones vecinales en su calidad de grupos sociales y no como entidades admi-
nistrativas y vengan aprovechándose consuetudinariamente en mano común por los
miembros de aquéllas en su condición de vecinos (art. 1 LMVMC). Autores tan
relevantes como GARCIA DE ENTERRIA o BOCANEGRA han alabado el espíri-
tu de la citada Ley, en virtud de la cual la titularidad de esta clase de montes ha
sido legalmente restituida a los vecinos en un proceso recuperador digno de ser
fomentado.
La doctrina suele clasificar los montes vecinales en mano común como bie-
nes comunales atípicos. Resulta evidente que si se considera a los bienes comuna-
les como bienes de dominio público, conforme a la legislación estatal antes citada,
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parece muy difícil sostener que esta clase de montes sean comunales, pues no son
de titularidad pública sino privada, correspondiendo la misma a grupos de vecinos
en régimen de copropiedad en el más puro concepto germánico de la misma. Y, sin
embargo, estos montes son 1o más parecido que en la actualidad existe a los anti-
guos bienes comunales, tal y como éstos surgieron históricamente.
Estas consideraciones conducen a la solución de la cuestión que anterior-
mente se planteaba, la de si los bienes comunales son o no bienes de dominio
público. Mantenemos que desde el punto de vista dogmático es más correcto
excluir a aquéllos del concepto de bienes demaniales, pues no están adscritos ni a
un servicio público ni a un uso estrictamente público. Por otro lado, su propia
inclusión como dominio público dentro del patrimonio local supone forzar su con-
cepto originario hasta el punto de desvirtuarlo completamente.
Para finalizar con los montes vecinales en mano común, interesa destacar
que tienen catácter inalienable, es decir, no pueden ser enajenados, pero esta inalie-
nabilidad no tiene el mismo fundamento que en el caso de los bienes de dominio
público. En efecto, mientras que éstos son inalienables por prescripción legal (artí-
culos 132 de la Constitución y 80.1 LBRL), de modo que sólo son inalienables
mientras sean legalmente demaniales (por lo que cabe su enajenación si son desa-
fectados previamente), por el contrario la inalienabilidad de los montes vecinales es
una exigencia conceptual quq deriva de la propia esencia jurídica de la propiedad
en mano común; en una configuración de copropiedad según el modelo germánico
resulta conceptualmente imposible que los condueños puedan enajenar su derecho,
so riesgo de disolver la esencia de la institución.
IV. REGIMEN JURIDICO DELAPROVECHAMIENTO
DE LAS DIVERSAS CLASES DE PROPIEDADESAGRARIAS.
Analizadas con detalle las diversas clases de propiedades agrarias previstas
en nuestro ordenamiento jurídico, procede a continuación referirse a las distintas
formas jurídicas que puede revestir la explotación agrícola o forestal de aquéllas,
debiendo destacarse de nuevo que estas fórmulas jurídicas de utilización varían en
cada clase de propiedad agraria, como veremos a continuación.
1. Propiedades Agrarias de los particulares
1.1 Explotación por el propietario. Esta es la hipótesis más frecuente. Como
regla general, el derecho de propiedad comprende la facultad de utilización de la
cosa, tal y como señala el ya citado artículo 348 del Código Civil.
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1.2. Explotación por persona distinta del propietario. Sin embargo, existen
múltiples fórmulas jurídicas que posibilitan que esta utilización se lleve a cabo por
un sujeto que no es el titular dominical. Sin ánimo de ser exhaustivos pueden desta-
carse los siguientes:
1.2.1 Contrato de arrendamiento. En virtud del mismo se cede el uso de un
bien a cambio de un precio cierto. De especial relevancia para el tema de la ponen-
cia resulta la Ley de Arrendamientos Rústicos de 31 de diciembre de 1980, así
como la Ley de 10 de febrero de 1992, de Arrendamientos Rústicos históricos, en
virtud de la cual se pronogan hasta el31 de diciembre de 1997 los arrendamientos
rústicos históricos vigentes a la fecha de entrada en vigor de dicha Ley.
I.2.2 Contrato de aparcería. En virtud del mismo se cede el uso de la finca
a cambio de una participación en los rendimientos o productividades de aquéIla. Su
régimen jurídico se contiene en los artículos 101 y sucesivos de la citada Ley de
Arrendamientos Rústicos, la cual distingue entre aparcería y arrendamiento parcia-
rio.
1.2.3 Derecho real de usufructo. Constituido este derecho de disfrute sobre
un predio rústico por alguno de los medios previstos en el art. 468 del Código
Civil, nada impide al usufructuario la explotación agraria de aquél.
I.2.4 Contrato de comodato. Regulado en los artículos 1.741 y sucesivos
del Código Civil, supone la cesión del uso de un bien sin que el cedente reciba con-
traprestación alguna. El cesionario o comodatario suele tener la condición de preca-
rista, debiendo abandonar la finca en el plazo de un mes desde que en tal sentido
sea requerido por el comodante (artículo 1563.3 de la Ley de Enjuiciamiento
Civil).
2. Propiedades Agrarias de las Administraciones Públicas (Señaladamente.
Entidades Locales).
2.1 Bienes de Dominio Público. Los artículos 74 y siguientes RBEL se refie-
ren a las distintas formas de utilización de los bienes demaniales. El artículo 75 dis-
tingue las distintas clases de usos, sin que la cuestión tenga relevancia para la pre-
sente exposición, pues en general los bienes de Dominio Público no son objeto de
un aprovechamiento agrícola o forestal, sino de un uso público o de la adscripción
a un servicio público.
2.2 Bienes comunales. El artículo 75 TRRL, que se desarrolla en los artícu-
los 94 y siguientes RBEL, señala lo siguiente:
a) El aprovechamiento y disfrute de bienes comunales se efectuará preferen-
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temente en régimen de explotación colectiva o comunal.
b) Cuando este aprovechamiento y disfrute general simultáneo de bienes
comunales fuere impracticable, regirá la costumbre u Ordenanzalocal al respecto y,
en su defecto, se efectuarán adjudicaciones de lotes o suertes a los vecinos, en pro-
porción directa al número de familiares a su cargo e inversa a su situación econó-
mica.
c) Si esta forma de aprovechamiento y disfrute fuere imposible, el órgano
competente de la Comunidad Autónoma podrá aufoúzar su adjudicación en pública
subasta, mediante precio, dando preferencia en igualdad de condiciones a los pos-
tores que sean vecinos.
d) Los Ayuntamientos y Juntas vecinales que, de acuerdo con normas con-
suetudinarias u Ordenanzas locales tradicionalmente observadas, viniesen ordenan-
do el disfrute y aprovechamiento de bienes comunales, mediante concesiones
periódicas de suertes o cortas de madera a los vecinos, podrán exigir a éstos, como
condición previa para participar en los aprovechamientos forestales indicados,
determinadas condiciones de vinculación y arraigo o de permanencia, según cos-
tumbre local, siempre que tales condiciones y la cuantía máxima de las suertes o
lotes sean fijadas en Ordenanzas especiales, aprobadas por el órgano competente
de la Comunidad Autónoma, previo dictamen del órgano consultivo superior del
Consejo de Gobierno de aquélla, si existiere, o, en otro caso, del Consejo de
Estado."
Como señala la Sentencia del Tribunal Supremo de 3 de mayo de 1989, el
art.19.3 de la Ley de Bases del Régimen Local define los bienes comunales como
aquéllos cuyo aprovechamiento corresponde al común de los vecinos; de forma que
en el Reglamento de Bienes se establecen "las normas y criterios obligatoriamente
a seguir por las Corporaciones a la hora de regular el aprovechamiento y disfrute de
los bienes comunales, estableciéndose un orden de prioridades en cuanto a sus dife-
rentes formas, que no puede ser alterado, como así se deduce claramente de los tér-
minos imperativos en que aparecen redactados y de que sólo entran en vigor cuan-
do no sea practicable la explotación común o cultivo colectivo. Estas limitaciones
ya venían recogidas en el anterior Reglamento de Bienes de 27 de mayo de 1955.
Tampoco nadie puede desconocer las facultades que en orden a la administración y
mejor disfrute de los mencionados bienes comunales puedan establecer los ayunta-
mientos respectivos en cuanto titulares de los mismos y, por ello, con plenas facul-
tades de administración. Ahora bien, tales facultades son eminentemente regladas,
por lo que necesariamente habrán de atenerse a los preceptos legales que las deter-
mlnen expresamente".
Por lo tanto, el régimen de explotación previsto para los bienes comunales
sería el siguiente:
a) Explotación común o cultivo colectivo.
b) En su defecto, aprovechamiento peculiar según costumbre o reglamenta-
ción local.
c) En su defecto, adjudicaciones por lotes o suertes.
d) En su defecto, adjudicación en pública subasta.
e) En su defecto, adjudicación en forma directa (art.98.2 RBEL).
2.3. Bienes Patrimoniales.
2.3.1. Cabe en primer lugar que la propia Entidad local explote directamen-
te sus bienes patrimoniales, según se desprende ya del artículo 31 de la Ley de
Patrimonio del Estado.
2.3.2. Lo más frecuente es que las fincas locales de carácter patrimonial
sean explotadas por un particular en virtud de alguna de las siguientes fórmulas
jurídicas:
2.3.2.1. Contrato de arrendamiento. Es el supuesto más usual.
Señala el art. 83 TRRL que "el arrendamiento de bienes patrimoniales de las
Entidades locales se regirá, en todo caso, en cuanto a su preparación y adjudicación
por las normas jurídico-públicas que regulen la contratación". De ese modo se
recoge la llamada teoría de los actos jurídicos separables que con carácter general
se establece en la legislación sobre contratos del Estado (art. 14 del Reglamento
General de Contratación de 25 de noviembre de 1915), en virtud de la cual los
actos referentes a la preparación, competencia y adjudicación del contrato se consi-
deran actos jurídicos separables que quedan sometidos al Derecho administrativo
aunque el negocio jurídico realizado tenga carácter privado.
Por 1o tanto, el contrato de arrendamiento realizado conforme al art. 83
TRRL se regirá, una vez celebrado, por las normas de Derecho privado, debiendo
destacarse que habrán de aplicarse los preceptos sobre arrendamientos de fincas
rústicas previstas en el Código Civil (arts. 1575 a 1579), sin que resulte de aplica-
ción la Ley de Arrendamientos Rústicos, pues la Disposición Adicional Cuarta
excluye del ámbito de aplicación de la misma los arrendamientos de bienes propios
de las Entidades locales.
A'''
2.3.2.2. Se contemplan en la legislación local supuestos especiales
de cesión de uso de bienes patrimoniales, como la cesión de parcelas a favor de
vecinos braceros para su cultivo personal y directo o para la plantación de arbolado
hrt.82 TRRL).
3. Montes.
3.1. Con carácter general el art. 84 TRRL señala:
1.- Las Entidades locales tendrán la facultad de explotar los montes de su
propiedad y realizarín el servicio de conservación y fomento de los mismos, todo
ello con arreglo a lo establecido en la legislación específica sobre montes y aprove-
chamientos forestales.
2.- Corresponde a las Entidades locales la repoblación forestal, ordenación
y mejora de los montes de su pertenencia, estén o no declarados de utilidad pública,
con intervención de la Administración del Estado o de la Comunidad Autónoma en
los planes y trabajos de acuerdo con la legislación de montes.
3.- Si para el cumplimiento de tales fines precisaren aquellas Entidades
auxilio o colaboración de la Administración del Estado o de la Comunidad
Autónoma, podrán establecerse con éstas o con las Entidades públicas que ejerzan
sus derechos forestales los acuerdos que crean convenientes.
4.- Las Entidades locales poseedoras de montes, declarados o no de utili-
dad pública, desploblados en superficie igual o superior a cien hectáreas, deberán
proceder con sus propios medios o con el auxilio o la colaboración antes menciona-
da a la repoblación de la cuarta parte de dicha superficie, conforme a las normas
dictadas por la Administración competente en materia de agricultura.
5.- Si no lo hiciesen, a pesar de la colaboración de las Administraciones del
Estado o de la Comunidad Autónoma, éstas podrán efectuar por su cuenta la repo-
blación a que viene obligada la Entidad local, concediendo a la misma opción para
adquirir la propiedad del monte formado, mediante el reintegro con o sin interés del
capital invertido, deducción hecha, en su caso, de la parte concedida como subven-
ción o reservándose una participación en las masas arbóreas creadas con arreglo al
valor del suelo".
3.2. Los montes vecinales en mano común. Como se dijo anteriormente,
estos montes pertenecen a agrupaciones vecinales en su calidad de grupos sociales.
Cada Comunidad se rige por sus respectivos Estatutos (arr. 4 LMVMC), conespon-
diendo la administración y disfrute de aquéllos exclusivamente a la comunidad pro-
pietaria, sin perjuicio de que ésta pueda formalizar convenios de explotación con
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las diversas Administraciones Públicas (art. 5 LMVMC). En caso de extinción de la
agrupación vecinal titular del monte, la entidad local correspondiente regulará su
disfrute y conservación como si de un bien comunal típico se tratare. Si al cabo de
30 años no se ha restaurado la agrupación vecinal, el bien pasará definitivamente al
patrimonio de la Entidad local con el carácfer de comunal (art. 8 LMVMC).
V. INTERVENCION ADMINISTRATIVA EN LA EXPLOTACION
DB LA PROPIEDAD AGRARIA.
INDICENCIA DEL DERECHO COMUNITARIO EUROPEO.
ACCIONES ADMINISTRATIVAS DE POLICIA,
FOMENTO Y SERVICIO PUBLICO.
Ya se señalaba al principio de la exposición que en la explotación económica
de las propiedades agrarias por parte de los particulares, existe un cierto grado de
intervención administrativa, dentro de la cual debe distinguirse entre las actuacio-
nes administrativas de policía, las actuaciones administrativas de fomento y final-
mente las de servicio público.
Resulta destacable en este sentido que el propio texto Constitucional contie-
ne un mandato expreso a los poderes públicos para que atiendan a la moderniza-
ción y desarrollo de todos los sectores económicos y, en particular, entre otros, la
agricultura (ar!. 130 C.E.).
Debe partirse para abordar esta última cuestión de un hecho indudable, como
es el de la progresiva pérdida de competencias por parle de la Administración del
Estado en materia de agricultura. En efecto, por un lado, la práctica generalidad de
las Comunidades Autonómas asumió las competencias correspondientes, conforme
al artículo 148.I.7 de la Constitución, hasta el punto de ser el sector donde las com-
petencias autonómicas están más sólidamente asentadas. En el ámbito de compe-
tencias estatales quedó la orientación de la producción en conjunción con un siste-
ma nacional de precios, como un aspecto de la planificación general de la actividad
económica (artículo 149.1.13 C.E.). Sin embargo estas funciones se han ido trasla-
dando a la Comunidad Europea, como se analizará a continuación.
Ciertamente, la entrada de nuestro pais en la Comunidad Económica
Europea supuso su inclusión en las políticas comunitarias, dentro de las cuales se
encuentra la Política Agrícola Comunitaria (en adelante PAC), como ya recogía el
artículo 3.d) del Tratado de Roma, actualmente artículo 3.e) tras la reforma operada
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en aquél por el Tratado de la Unión Europea.
Dada la especificidad de este sector, no se podían simplemente aplicar las
norrnas previstas para regular el mercado común de productos industriales; por ello
se hizo necesario el establecimiento de unas normas peculiares, adoptadas como
política común de toda la Comunidad y que anancan de los arts. 38 a 47 del tratado
CEE. Actualmente la PAC es la más desarrollada y sofisticada de las políticas
comunes.
El art. 39 CEE matca los objetivos que debe cubrir la PAC; estos son:
- favorecer el incremento de la productividad agrícola y del nivel de vida de
los agricultores.
- asegurar la estabilidad de los mercados y la regularidad de abastecimientos.
- garantizar unos precios razonables al consumidor final.
Por otra parte, la Política Agraria Comunitaria se basa en una serie de princi-
pios:
a) Mercado Unico: La CEE pretende que los agricultores obtengan sus
ingresos a través del mercado en la mayor proporción posible, esto es, sin introdu-
cir subvenciones con recursos públicos más allá de lo imprescindible para el cum-
plimiento de los objetivos fijados en el Tratado. Además, se quieren extender al
sector agrícola las ventajas que supone la existencia de un mercado de grandes
dimensiones sin trabas a los intercambios para favorecer así que los agricultores
encuentren sus máximas rentas en el mercado.
b) Preferencia comunitaria: Este principio no se establece expresamente en
el Tratado, salvo una indicación marginal en el artículo 44.2 TCEE, aunque ha
influido considerablemente en la PAC. Se dirige a favorecer el comercio agrario
intracomunitario, protegiéndolo cuando sea preciso del mercado mundial a través
de un sistema de derechos de aduana frente al exterior.
c) Solidaridad financiera: A pesar del mencionado principio de mercado,
son necesarios cuantiosos fondos para asegurar los objetivos de la PAC. Dado su
carácter común y de mutuo beneficio, la financiación de estos gastos también se
hace de forma común a través del llamado Fondo Europeo de Orientación y
Garantía Agrícola (FEOGA), gestionado por la Comisión como parte del
Presupuesto General de la CEE.
Existe una fuerte intervención administrativa por parte de la Comunidad
Europea como consecuencia de la aplicación de la PAC, intervención que se rcaliza
a través de los siguientes cauces:
a) Definiciones de precios. Resulta necesario explicar ciertos conceptos
para una mejor comprensión de la PAC:
- Precio de intervención, de compra, de retirada o de referencia
(los nombres varían según los diversos productos regulados). Es e1 precio mínimo
que se garanfiza a los agricultores; si en el mercado no encuentran una oferta
mejor, el FEOGA les comprará su producción a este precio.
- Precio indicativo, de orientación o de base. Es el precio máximo
considerado razonable para proteger a los consumidores; si el mercado lo sobrepa-
sa, la Comunidad autorizará importaciones o dará salida a sus stocks del producto
en cuestión para aumentar la oferta y hacer descender el precio de mercado.
- Precio umbral o de esclusa. Es el precio mínimo al que se autori-
zaránimportaciones de un producto. Si el precio en el mercado mundial es inferior,
la CEE cobrará una exacción para igualarlo al precio deseable en su interior, de tal
modo que no represente competenciapara los productores comunitarios.
b) Montantes compensatorios monetarios. Se trata de mecanismos finan-
cieros diseñados para contrarrestar los efectos de la fluctuaciones monetarias.
Todos los precios antes citados se fijan para cada producto en ECUS y tomando
como base monetaria unas paridades fijadas "ad hoc"; cuando los tipos de cambio
reales se apartan de estos tipos de cambio, entran en acción los montantes compen-
satorios, subvencionando las importaciones en el país cuya moneda se ha devalua-
do y cargando un impuesto sobre las del país cuya moneda se ha revaluado. Se trata
así de mantener las condiciones de competencia y los niveles deseados de ingresos
para los agricultores y de precios para el consumidor.
c) Intervenciones en el mercado comunitario. La comunidad, a través del
FEOGA, retirará del mercado los productos excedentes para mantener el precio de
intervención o referencia, o subvencionará su almacenamiento privado o su desna-
turalización. Inversamente, dará salida a los stocks cuando el precio suba por enci-
ma del indicativo.
d) Intervenciones en los intercambios con paises terceros. Además de figu-
ras tradicionales como los derechos de aduana y los contingentes, la Comunidad
utiliza otro recurso más flexible, que son las llamadas "exacciones". Se pueden
definir como la diferencia entre el precio de mercado interior de la CEE y el precio
mundial. También dispone la Comunidad, para casos extremos, de la posibilidad de
prohibir radicalmente importaciones o exportaciones agrícolas.
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e) Política comunitaria de estructuras agrícolas. Dada la deficiente estluc-
tura que compromete la rentabilidad de muchas explotaciones agrarias en los paises
miembros de la CEE, la Comunidad emprendió una política de reformas estructura-
les con cargo financiero a la Sección de Orientación del FEOGA. Algunos de los
objetivos perseguidos son: modernizaci1n de las explotaciones agrícolas con ayu-
das y créditos; retirada del empleo de trabajadores agrícolas subempleados en
explotaciones no rentables; fomento de la formación profesional de agricultores
jóvenes; etc.
Una vez analizado el Derecho comunitario en materia de Política Agraria
Común, y sin perder de vista la referida situación de reparto competencial entre
Comunidad Europea, Estado y Comunidades Autónomas, cabe destacar a modo de
conclusión las siguientes normas que resultan aplicables al sector agrario español:
- Relativas al régimen de explotación de tierras, las ya citadas Leyes de
Arrendamientos Rústicos y Arrendamientos Históricos, a las que debe añadirse: el
Estatuto de la Explotación Familiar Agraria y de los Agricultores Jóvenes, aproba-
do por Ley 4918I, de 24 de diciembre y el Texto Refundido de la Ley de Reforma y
Desarrollo Agrario, aprobado por Decreto Il8l73, de 12 de enero, así como la Ley
34119, de 16 de noviembre, sobre Fincas Manifiestamente Mejorables.
- Relativas a productores agrarios, la Ley 29172, de 22 de julio, de
Agrupaciones de Productores Agrarios, para dar cauce legal y estímulo a la agluti-
nación de esfuerzos en el sector agrario.
- La contratación de productos agrarios está regulada por la Ley 19182, de
26 de mayo, y normativa de desarrollo.
- El régimen de protección contra riesgos en las producciones agrícolas,
pecuarias y forestales se ordena por la Ley 87178, de 28 de diciembre, de Seguros
Agrarios Combinados.
- Existe, finalmente, una regulación específicapata la agricultura de mon-
taña que inició la Ley 25182, de 30 de junio, en orden a posibilitar el desarrollo de
tales zonas, manteniendo un nivel demográfico adecuado y atendiendo a la conser-
vación del medio físico.
Más concretamente, y como normativa específicamente relacionada con las
mencionadas actividades administrativas de policía, fomento y servicio público:
a) Acción administrativa de policía. Cabe citar en este ámbito el Real
Decreto 50193, de 15 de enero, sobre Control Oficial de Alimentos; la normativa
sobre Unidades Mínimas de Cultivo que ya contenían los arts. 43 a 47 de la
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LRYDA y que, por 10 que respecta a la Comunidad Autónoma de Castilla y León,
se contiene en el Decreto 7611984, de 16 de agosto, de la Consejería de
Agricultura, Ganadería y Montes; las normas sobre distancias mínimas entre plan-
taciones (arts. 589 a 593 del Código Civil); el Reglamento de Pastos, Hierbas y
Rastrojeras, aprobado por Decreto de 6 de junio de 1969, por el que se establecen
limitaciones derivadas de la necesaria coexistencia entre agricultura y ganadería;
finalmente, la citada Ley de Fincas Manifiestamente Mejorables que adopta medi-
das para que la propiedad agraia cumpla con su función social.
b) Acción administrativa de fomento. Debe destacarse, ante todo, el
Decreto 1987191, de 30 de diciembre, sobre Mejora de las Estructuras Agrarias,
derivado del Reglamento del Consejo 797185, de 12 de maÍzo. En virtud de aquél
se fija un sistema de financiación de las inversiones necesarias para los planes de
mejora.
Existen otras muchas normas administrativas de fomento, referidas a muy
diversos productos agrícolas, cuya cita exhaustiva es casi imposible. Lo habitual es
que la normativa se dicte en cascada, partiendo de la Comunidad Europea, pasando
por la Administración del Estado y finalizando en cada Administración
Autonómica. Así, a título de ejemplo, en materia de subvenciones para fomento de
inversiones forestales, el Reglamento del Consejo2080192, de 30 de junio, el Real
Decreto 318193, de 12 de marzo y, por lo que se refiere a la Comunidad de Castilla
y León, la Orden de 22 dejulio de 1993 de la Consejería de Medio Ambiente y
Ordenación del Territorio.
c) Acción administrativa de servicio público. Se pueden citar como ejem-
plos los artículos 171 y sucesivos de la LRYDA, reguladores de la Concentración
Parcelaria, actuación atribuida hoy a las Comunidades Autónomas; así como la Ley
de Cámaras Agrarias, cuyo régimen jurídico básico se contiene en la de 24 de
diciembre de 1986, modificada por la 23191 de 15 de octubre, que las regula como
Corporaciones de Derecho Público, con funciones de consulta e informe de las
Administraciones Públicas, sin que puedan asumir la representación y reivindica-
ción de los intereses socioeconómicos y profesionales de agricultores y ganaderos.
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I..INTRODUCCION
La presente comunicación va dirigida a ttatar y distinguir dos formas comu-
nales de uso y aprovechamiento de la tierra de cierta importancia en nuestra pro-
vincia como son los "montes comunales" de un lado y los "montes vecinales en
mano común" de otro.
La otganización comunal en el aprovechamiento de recursos es una curiosa
forma de supervivencia del antiguo dominio sobre la tierra poseída en común por
la colectividad primitiva. Su régimen se ha mantenido, por lo general, gracias a su
celosa observancia por parte de los afectados y que se ha resistido, por un lado a la
atracción por parte de los Municipios de la mayoría de los bienes considerados del
común de los vecinos (que pasaron a constituir bienes municipales o de propiedad
municipal bien como bienes comunales bien como bienes de propios), y por otro a
la apropiación por parte de los particulares de las propiedades comunales por
medio de la usucapión o prescripción adquisitiva.
Así pues, ha pervivido a estos avatares una propiedad que viene a constituir-
se como un tercer género a añadir a los bienes de dominio público y a los de pro-
piedad privada, una propiédad atribuida a un ente o colectividad pero explotada
por un grupo de ciudadanos o vecinos a través de una organización propia que no
coincide con la organización administrativa, y que es tolerada o como mucho inter-
venida por dicha administración. Se trata de los llamados montes vecinales en
"mano común" y en cierto modo los montes comunales, figura distinta de la ante-
rior pero que si bien se acerca a los bienes de dominio público, tiene características
propias.
II.. LOS MONTES VECINALES EN "MANO COMUN"
A).- TITULARIDAD Y CARACTERES:
Los montes vecinales en "mano común" son aquellos que pertenecen a agru-
paciones de vecinos en su calidad de grupos sociales y no como entidades adminis-
trativas, y vengan aprovechándose consuetudinariamente en mano común por los
miembros de aquellas en su condición de vecinos, según los define el artículo 1" de
la Ley 55/80 de 11 de noviembre, de Montes vecinales en Mano común (en ade-
lante LMV) , y fal y como ya habían sido estructurados por la jurisprudencia.
Esta propiedad colectiva es calificada por la ley de "individual", seguramen-
Íe pata diferenciarla de los "comunales" aunque en realidad se trata de una propie-
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dad colectiva. Desde la consideración de bienes particulares, tiene características
muy peculiares y exhorbitantes, pues son inalienables, imprescriptibles e inembar-
gables, no estando sujetos a tributación alguna de base territorial ni a cuota empre-
sarial de la Seguridad Social Agraria, y su titularidad dominical corresponde, sin
asignación de cuotas, a los vecinos integrantes en cada momento del grupo comu-
nitario de que se trate (art.2 de la LMV).
El destino agrícola o ganadero no es obstáculo a la conceptuación del monte
como vecinal en mano común. Muchos de estos montes se destinan. precisamente,
a cultivos agrícolas.
Estos montes no deben incluirse en el catálogo de montes y si lo estuvieran
deberán ser excluidos. Deberán ser inscritos en el Registro de la Propiedad a nom-
bre de la comunidad que ostente su titularidad.
La titularidad dominical y del aprovechamiento coinciden plenamente, pues
corresponde a los vecinos, en comunidad de tipo germánico: existe un vínculo per-
sonal entre los comuneros. en este caso. la cualidad de vecino de una determinada
localidad, por lo tanto su número es indeterminado y variable. Se pierde la cuali-
dad de comunero cuando se deja de ser vecino. Cada comunero tiene el derecho de
propiedad y aprovechamiento por completo, pero limitado porque otros tienen
igual derecho a su totalidad. No existen cuotas, aunque puedan establecerse para el
ejercicio del derecho de aprovechamiento, pero no existe el derecho actual a una
cuota que se pueda negociar. El derecho de los comuneros es inalienable e impres-
criptible y ninguno puede ejercitar la acción de división de la cosa común.
Constituyen el más genuino ejemplo de pervivencia de un sistema privado,
pero colectivo, sobreviviendo a la constitución de bienes públicos y de propiedad
privada como realidad presente mantenida por la fuerza de la costumbre.
Supervivencia que supone resistencia contra el orden municipal impuesto y tiene
mucho que ver con el asentamiento y distribución de la población sobre la tierra
por imperativo de la propia geografía. Por ello es en Galicia donde existe el mayor
número de montes vecinales en mano común. También los hay en otras regiones
del Norte de España como Alava, Navarra, y Castilla y León como pueden ser las
zonas leonesas de Nogarejas, Castrocontrigo o Tabuyo del Monte.
Su pervivencia fue admitida primero por la jurisprudencia, teniendo su reco-
nocimiento legal con la ley de 27 de jt:Jio de 1968, hoy derogada por la vigente
55/80, que tiene como preocupación fundamental el depurar la titularidad privada
de tales montes de las notas de intervencionismo administrativo anterior y procurar
un eficaz y ágil aprovechamiento de tales montes de acuerdo con las nuevas posi-
bilidades y exigencias del progreso económico, social y técnico. Supone por tanto
un impoftante cambio de la legislación caracterizada por la eliminación de toda
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propiedad colectiva.
La vigente l,ey de 1980 se entiende sin perjuicio de lo que dispongan los
Estatutos de Autonomía en esta materia, pues de acuerdo con lo previsto en la
Constitución, las Comunidades Autónomas tienen competencias en materia de
montes y aprovechamientos forestales (artículo 148,1".8 de la Constitución españo-
la) aunque la legislación autonómica debe respetar la legislación básica estatal
sobre montes, aprovechamientos forestales y vías pecuarias (art. 149,1".23 de la
CE).
B).- CONTENTDO DEL APROVECHAMIENTO:
Lo esencial para que un monte pueda considerarse vecinal en mano común
es la realidad del aprovechamiento consuetudinario exclusivo, en régimen de
comunidad por quien pueda ser titular del mismo (STS 21-I-86). Tan importante es
que los montes pertenezcan a los vecinos en su calidad de grupos sociales como
que vengan aprovechándose consuetudinariamente en comunidad de tipo germáni-
co por los miembros de aquella en su condición de vecinos. Ello exige una realidad
fáctica ininterrumpida. La interrupción significativa del aprovechamiento en
común supondría la pérdida de la naturaleza del monte y su transformación.
Así puede producirse por extinción de la comunidad, supuesto previsto en la
ley del 80 en el artículo 8", en cuyo caso la entidad local menor que se constituya
en la Cofnunidad Autónoma, o en su defecto, el municipio en cuyo territorio radi-
que el monte, regulará su disfrute y conservación en las condiciones establecidas
para los bienes comunales hasta que se restablezca la comunidad vecinal. Si al
cabo de treinta años no se restaurare la agrupación vecinal, el bien pasará definiti-
vamente al patrimonio de la entidad administradora con el carácfer de comunal.
La administración, disfrute y disposición (en su caso) de los montes vecina-
les en mano común corresponde exclusivamente a la respectiva comunidad propie-
taria, que tendrá plena capacidad jurídica para el cumplimiento de sus fines, inclui-
do el ejercicio, tanto en vía judicial como administrativa, de cuantas acciones sean
precisas para la defensa de sus específicos intereses (art. 5" de la LMV).
La comunidad regulará por medio de Estatutos el ejercicio de los derechos
de los partícipes, los órganos de administración, gestión y responsabilidad de los
componentes y demás cuestiones referentes al monte, dentro de los límites estable-
cidos en las leyes (art. 4 LMV).
Tanto antes como después de la aprobación de los estatutos, cualquiera de
los partícipes podrá comparecer en juicio en asuntos que afecten a los derechos de
55
la comunidad, ya para ejercitarlos, yaparadefenderlos, en cuyo caso las resolucio-
nes que se dicten a favor aprovecharán a la comunidad sin que le perjudiquen las
contrarias (art. 6,2" LMV).
sin embargo, no quedan estos montes al margen de la intervención de la
Administración, que conserva la facultad de proceder a su deslinde, amojonamien-
to, si fuera necesario, vela por su conservación e integridad, debe confeccionar un
Plan General de Aprovechamiento de Montes vecinales en Mano Común con las
dotaciones técnicas y presupuestarias necesarias, fijación de etapas de ejecución y
sistemas de actuación para llevarlo a cabo con la conformidad de las conespon-
dientes comunidades, entre otras funciones (art. 14 LMV).
D).- LA INALIENABILIDAD:
Los montes vecinales son inalinables en dos aspectos:
a).- Desde el punto de vista externo, el monte no puede ser vendido ni gra-
vado en beneficio de terceros pues no puede salir del núcleo social titular.
b).- Desde el punto de vista interno, no cabe la cesión de cuotas de un comu-
nero a oÍo, de tal manera que unos tengan más participación que otros por acumu-
lación, por la sencilla razón de que al no existir cuotas es imposible legal y lógica-
mente la transmisión de las mismas. Se puede conservar o no la condición de
miembro de la comunidad, pero mientras se pertenece al común, los derechos ane-jos son intransferibles.
Ahora bien, la inalienabilidad puede ceder en beneficio de la comunidad al
permitirse la permuta entre terrenos de similar valor de montes colindantes por
acuerdo de las comunidades interesadas. Además se puede ceder temporalmente, a
título oneroso o gratuito, los terrenos en todo o en parte para obras, instalaciones,
servicios o fines que redunden de modo principal en beneficio directo de los veci-
nos y se puede constituir sobre ellos, también con carácter temporal, que en este
caso no podrá exceder de 30 años, derechos de superficie con destino a instalacio-
nes, edificaciones o plantaciones. La comunidad titular del monte hará suya a la
extinción del derecho de superficie, la propiedad de todo lo edificado, instalado o
plantado sin que deba satisfacer indemni zación alguna (arts. 2,2" y 3 de la LMV).
Los montes en mano común podrán ser expropiados o se les podrá imponer
una servidumbre por causa de utilidad pública o interés social prevalente al del
propio monte. El importe de las cantidades abonadas por la entidad expropiante se
invertirá en obras de interés general y permanente parala comunidad vecinal.
E).- LA IMPRESCRIPTIBILIDAD:
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Es una nota exhorbitante respecto de unos montes cuya titularidad es priva-
da, y por tanto sometido en principio al derecho civil. Su justificación se encuentra
en el interés de conservar la propiedad del monte para el grupo social y, por tanto,
para el cumplimiento de su función que es servir los intereses de la comunidad
cotrespondiente.
Ahora bien, la imprescriptibilidad no habría que tomarla en términos absolu-
tos. Se trata de impedir que los miembros de la comunidad puedan adquirir por
usucapión frente a ésta mientras posean tal carácter de comuneros, lo que iría en
contra de la naturaleza germánica de la comunidad. Por lo tanto, entiendo que la
imprescriptibilidad no impide que el monte en mano común, cuya naturaleza }ulrí-
dico-privada se reconoce, sea usucapido por otra persona pública o privada en las
condiciones requeridas para los bienes de esta naturaleza.
Esta tesis es discutible dado que la imprescriptibilidad es por disposición de
ley y con carácter general, de modo que sólo se podría producir cuando deje de
tener esa condición. Puede entenderse que el monte pierde tal condición de vecinal
cuando deja de ser aprovechado por el común. Pero aún así no parece que el bien
pueda ser prescrito con sujeción a las normas del derecho civil, pues hay que tener
en cuenta que incluso cuando se extinga la agrupación vecinal, el bien queda "en
reserva" para el eventual grupo vecinal durante treinta años y que transcurido ese
tiempo, pasará definivamenle ala entidad local administradora con carácter comu-
nal. La imprescriptibilidad del bien viene recogida también en la Constitución.
En todo caso, cabría pensar en la desafectación por la falta de aprovecha-
miento por la colectividad vecinal durante más de 10 años, aunque en alguno de
ellos se hayan producido actos de aprovechamiento aislados, por analogía a lo dis-
puesto para los montes comunales (art.78 LRL). A partir de esos diez años empe-
zarían a contar los plazos parala usucapión.
A éste respecto hay que tener en cuenta que una cosa es la calificación del
monte como vecinal, efectuada por los Jurados de Montes Vecinales en Mano
Común, para lo cual se requiere el aprovechamiento consuetudinario en régimen
de comunidad con carácfer exclusivo por los vecinos, calificación que puede ser
rebatida ante la Jurisdicción Contencioso-administrativa, y otra, la prescripción de
un bien ya calificado como vecinal, que es cuestión sobre la propiedad cuya deci-
sión coresponde a los Tribunales civiles, y así se deriva de los artículos 10,8" y 9"
de la vigente LMV que dispone que las resoluciones del Jurado pondrán fin a la vía
administrativa, serán ejecutivas y podrán ser directamente impugnadas en la vía
contenciosa, pero las cuestiones relativas a dominio y demás derechos reales sobre
los montes, serán de competencia de la jurisdicción ordinaria (también la STS 21-
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I-86 -Sala 1u-, y de 24-I-86 y 4-XI-86 de la Sala 4^). La jurisprudencia sí ha admiti-
do la usucapión pero en supuestos en que los plazos prescriptivos se habían cum-
plido con anterioridad a la norma que los declara imprescriptibles (STS 28-YI-76).
III. LOS MONTES COMUNALES
A).-TITULARIDAD:
Son montes comunales los de dominio municipal, cuyo aprovechamiento y
disfrute corresponde a los vecinos.
A principios de siglo se entendió que pertenecían al municipio como expre-
sión jurídica del pueblo, sin embargo con posterioridad los administrativistas
entendieron que existe una titularidad concurente sobre estos bienes, compartida
por el Ayuntamiento y sus vecinos. tesis posteriormente aceptada por el Tribunal
Supremo (SS TS 28 de octubre de 1974, 14 de junio de 1968, de 8 de noviembre
de 1977 y 18 de mayo de 1982) así como por la Dirección General de los Registros
(Res. de 3 dejunio de 1927).
Se trata por tanto de una titularidad compartida o concunente en la que las
facultades correspondientes a los vecinos o habitantes limitan y complementan los
derechos dominicales del municipio, siendo el contenido de tal propiedad el apro-
vechamiento y disfrute y quedando limitada la posibilidad de disposición por los
titulares.
B ). -CARACTERIZACION JIJRIDICA :
a).- Naturale za jwídica.
En cuanto a la conceptuación jurídica de los montes comunales han de
tenerse en cuenta tres ámbitos normativos de importancia jerárquica decreciente:
1).- La propia Constitución Española, en su artículo 132,1" establece que
"La Ley regulará el régimen jurídico de los bienes de dominio público y de los
comunales, inspirándose en los principios de inalienabilidad, imprescriptibilidad e
inembargabilidad, así como su desafección".
2).- LaLey 7/85 de 2 de abril Reguladora de las Bases del Régimen Local
considera a los bienes comunales como bienes de las entidades locales de dominio
público pues el artículo 80,1" se refiere a "bienes comunales y demás bienes de
dominio público", contraponiéndolos a los bienes patrimoniales, a los que se refie-
re en el aparfado2".
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3).- En igual sentido, el Reglamento de Bienes de las Entidades Locales de
13 de junio de 1986 dice en su artículo 2,3" que tienen la consideración de comu-
nales "aquellos bienes que siendo de dominio público su aprovechamiento cones-
ponde al común de vecinos", y además, al igual que los de dominio público, son
inembargables, inalienables, imprescriptibles y están exentos de tributación (art. 5
del RBCL), características que los alejan de los bienes de propios o patrimoniales.
Sin embargo, en rigor no puede decirse que los bienes comunales sean de
dominio público, pues conesponden al Ayuntamiento pero también a los vecinos, y
además, lo que es más importante, sólo los vecinos pueden aprovecharlos, exclu-
yéndose radicalmente al público en general, lo que no sucede con los bienes de
dominio público. Pero lo cierto es que tampoco los comunales son bienes patrimo-
niales de la Administración. Son por tanto un tercer género, un "tertium genus", es
decir sencillamente comunales, con un régimen propio y peculiar que los distingue
de los otros grupos, si bien inclinándose cada vez más hacia la órbita del derecho
administrativo y por tanto incrementándose su parecido a los del dominio público.
b).- La inalienabilidad.
El bien comunal está afecto al disfrute y aprovechamiento de los vecinos y
no puede ser enajenado mientras conserve esta vinculación. La inalienabilidad
tiene una doble vertiente, "ad extra" que implica que ni el Ayuntamiento ni nadie
puede enajenar tales bienes a terceros, y por otro lado "ad intra", conforme a la
cual los titulares del aprovechamiento no pueden extender o reducir este derecho
mediante negocios jurídicos privados, puesto que el derecho de aprovechamiento
está vinculado "ex lege" a la condición de vecino. La inalienabilidad es una conse-
cuencia del destino común de los aprovechamientos, por lo tanto sólo cuando pier-
da el bien ese destino mediante la desafectación podrá enajenarse y ser objeto de
usucapión, es decir, prescripción adquisitiva.
C).- CONTENIDO DEL APROVECHAMIENTO:
Por regla general todos los vecinos de un Municipio tienen derecho al apro-
vechamiento, pero en ocasiones el ámbito territorial es más reducido, bien porque
se trate de comunales de una entidad inframunicipal, bien debido a la costumbre u
ordenanzas legalmente aprobadas y vigentes que restringen aquél derecho a veci-
nos que vivan en determinada parte del territorio municipal. Las ordenanzas en
todo caso no pueden tener carácter retroactivo ni privar de su derecho al aprove-
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chamiento a los vecinos que vinieran disfrutando los montes con anterioridad.
Realmente estas ordenanzas, por su carácter restrictivo, no pueden contener nor-
mas nuevas, sino que se limitan a recoger por escrito costumbres tradicionales.
A los Ayunta.mientos les corresponde regular los aprovechamientos, pero no
decidir qué vecinos tienen derecho a ellos (STS 27-IV-63). Sí pueden exigir en
determinadas circunstancias condiciones de arraigo o permanencia según costum-
bre, pero deben ser fijadas en una ordenanza especial aprobada por la Comunidad
Autónoma con el informe del Consejo de Estado u órgano consultivo coffespon-
diente (arts. 103,2 del RBEL y 75 del TRLRL). También puede la entidad munici-
pal acotar bienes comunales para fines específicos como enseñanza, recreo escolar,
casa o auxilio de los necesitados (art. 106 RBEL). En todo caso, en el aprovecha-
miento deberán observarse las condiciones técnico-facultativas impuestas por la
Administración forestal así como el cumplimiento de las normas aplicables sobre
protección del medio ambiente y del medio natural.
En principio el disfrute es gratuito para los vecinos, pues con ello ejercitan
un derecho del que son titulares. Sin embargo, en caso extraordinario y previo
acuerdo municipal, podrá fijarse una cuota anual que deberán abonar los vecinos
por la utilización de los lotes que se les adjudiquen, pero no como medio de recau-
dación o ingreso para las arcas municipales. sino para compensar estrictamente los
gastos que originen la custodia, conservación y administración de los bienes (art.
99 del RBCL).
El aprovechamiento tiene carácter anual. Cada año es independiente de los
anteriores y de los siguientes. El no haber disfrutado el monte durante un año o la
falta de reclamación contra la distribución efectuada no significa renuncia al dere-
cho para años sucesivos.
El derecho de aprovechamiento y disfrute de los bienes comunales, en cual-
quiera de sus modalidades, coffesponderá simultáneamente a los vecinos sin dis-
tinción de sexo, estado civil o edad. Los extranjeros domiciliados en el término
municipal gozarán también de éstos derechos (art. 103 del RBCL).
Las formas concretas de aprovechamiento pueden adoptar las variantes reco-
gidas en el artículo 75 del Texto Refundido del Régimen Local de 18 de abril de
1986 y artículos 94 a99 del Reglamento de bienes de las Entidades Locales, que
resumidas son:
a).- Explotación común o e¡rltivo colectivo, siempre que sea posible.
b).- Cuando éste fuera impracticable, regirá la costumbre u ordenanzalocal
al respecto.
c).- A falta de costumbre u ordenanzalocal, el aprovechamiento se adjudica-
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16 por lotes o suertes a los vecinos en proporción directa al número de familiares
que tengan a su cargo e inversa a su situación económica.
Vemos como aunque el derecho al disfrute y aprovechamiento es colectivo,
sin cuotas de participación, para el ejercicio del derecho se pueden fijar cuotas,
cuando no sea posible o conveniente el disfrute simultáneo.
Esta forma de aprovechamiento por lotes o suertes asignadas a una familia o
vecino se encuentra totalmente generalizada en todas las regiones. Las notas ordi-
narias de este aprovechamiento individualizado son: la posesión de los lotes se
pierde por falta de cultivo, por impago del canon o por cambio de residencia del
vecino. Pueden suceder en la posesión los herederos directos, pero no es trasmisi-
ble a personas ajenas a la familia, aunque sean vecinos.
d).- Si estas modalidades no resultaren posibles, el órgano competente de la
Comunidad Autónoma podrá autorizar la adjudicación del aprovechamiento
mediante precio en pública subasta, prefiriéndose en igualdad de condiciones a los
postores vecinos sobre los forasteros. El producto obtenido se destinará a servicios
de utilidad de quienes tuviesen derecho al aprovechamiento.
Cuando en una zona sujeta a la ordenación de sus explotaciones por decisión
de la Administración competente, resulte para el mejor aprovechamiento de los
bienes municipales comunales integrarlos en el proceso de reestructuración que
deba llevarse a cabo, el Ayuntamiento podrá acordar que el aprovechamiento de
tales bienes quede adscrito a una entidad que se constituya al efecto y que podrá
optar por las ayudas y estímulos públicos previstos en la legislación de ordenación
rural. Cuando se trata de comunales, el acuerdo municipal quedará sin efecto si se
oponen un mínimo deI207o de los vecinos.
Los rendimientos que produzcan los bienes comunales bajo esta forma espe-
cial de aprovechamiento se distribuirán conforme a lo establecido en la ley y a las
costumbres locales. Si se disuelve la entidad creada expresamente para el aprove-
chamiento de los bienes municipales, los que sean comunales se reintegrarán a la
forma de aprovechamiento por la que se regían con anterioridad (artículos 143-139
de la Ley de Reforma y Desarrollo Agrario de 12-I-73).
IV.- CONCLUSION
Si el progreso del sector agrario está en la modernización de las estructuras
y en el acometimiento de nuevas formas y diversificación de la producción, no es
menos cierto que también la conservación de las tratadas formas de aprovecha-
miento colectivo y consuetudinariamente heredadas del pasado, pueden dar res-
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puesta a las necesidades actuales y, sobre todo si tenemos en cuenta que, tanto por
supuesto en los montes comunales, como también en los montes vecinales en
mano común, la intervención administrativa puede ser determinante en la orienta-
ción de los aprovechamientos por los actuales criterios de productividad selectiva
combinada con la preservación del medio natural, que nuestra efectiva integración
en la Comunidad Europea nos impone.
Pero para ello han de ejercitarse las competencias administrativas, han de
ponerse en marcha los planes y mecanismos previstos en la Ley de montes vecina-
les en mano común 55/80 (elaboración y ejecución del Plan General de
Aprovechamiento a que alude el artículo 14 de la citada ley) claro está con los
medios técnicos y recursos económicos adecuados, ha de promoverse la declara-
ción y solicitud de reconocimiento de montes vecinales en mano común que de
hecho existen sin validación legal, ha de promoverse la efectiva constitución y fun-
cionamiento de los Jurados de Montes Vecinales en Mano Común
En fin, han de ejecutarse los instrumentos legales, que los hay, para recupe-
rar y hacer productivas estas formas de aprovechamiento colectivo de la tierra que
en la actualidad se encuentran estancadas por tal falta de iniciativa al efecto.
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I.INTRODUCCION:
Evaluar la multitud de factores que pueden condicionar la utilización del
territorio, desborda sin lugar a dudas una ponencia como la que aquí se pretende y
por ello centraremos nuestra atención en los aspectos agrarios, así como en el
impacto que la política agrícola tiene sobre la evolución en la utilización del terri-
torio a los distintos niveles (intemacional, comunitaria, nacional, regional o local),
con especial referencia a los datos existentes de la provincia de León, durante la
década de los años 80, que pueden servir como modelo de estudio.
Entre los múltiples aspectos que engloba la conservación medio ambiental,
la utilizaciín del territorio se encuentra entre aquellas acciones que tienen un
mayor impacto social, como lo demuestran los datos de una encuesta rcalizada a
nivel de la Unión Europea, según la cual el 28% de los encuestados mostraban
interés por la degradación del territorio en términos generales y un72% por la pér-
dida de recursos forestales. Además, otros aspectos como la contaminación de las
aguas continentales y la extinción de especies vegetales y animales está íntima-
mente relacionada con la utilización del territorio. siendo también de enorme inte-
rés social.
En diciembre de 1992 un grupo de 20 personas celebraron unas jornadas en
Seillac (Francia) bajo el título: "Por una política europea de la sociedad y del espa-
cio rural, de la investigación, de la producción y de las industrias agrarias", que
ellos denominaron coloquialmente: "Llamamiento a una nueva reflexión" y que,
inicialmente, les permitió llegar a los siguientes planteamientos comunes, que
pasamos a transcribir literalmente, ya que creemos que reflejan con suficiente pre-
cisión y amplitud las ideas actuales en cuanto a utilización del territorio se refiere:
1.- La sociedad global y la agricultura sufren sendas crisis cuyas diferencias
no pueden ocultar su similitud. Se trata de crisis que darán lugar a nuevas relacio-
nes entre la sociedad y su agricultura, a una nueva visión de las relaciones entre la
producción agraria y la vida del espacio rural, entre la modernidad y 1o vivo.
2.- Considerando que el problema agrario es tan solo uno de los aspectos de
la crisis que sufre el mundo a finales del segundo milenio, sería inútil y peligroso
que el único en plantearse ese problema fuera el mundo agrario. Se trata de un pro-
blema condenado a no encontrar solución, si no se aborda desde un enfoque cohe-
rente que afecte al mundo entero en su complejidad creciente, su unidad y su
diversidad.
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3.- El agricultor de las sociedades modernas no es un individuo aparte y ais-
lado. Es un individuo diferente, pero que ahora está en contacto con el resto de la
sociedad, con el resto del mundo, tiene su mirada puesta en una y en otro y no
puede prescindir de ellos.
4.- La producción agraria debe considerarse en el marco del problema global
que plantea la evolución de las relaciones del hombre con la naturaleza, con los
seres vivos y, en cierta forma, también consigo mismo: están en juego el medio
ambiente, la ordenación del territorio, el equilibrio de las sociedades rurales y el
equilibrio del mundo. Únicamente una voluntad política, que conceda importancia
a unas necesidades que el mercado por sí sólo no puede tener en cuenta, está en
condiciones de considerar estos aspectos.
5.- Al margen de las peculiares características de cada región, es posible que
las reflexiones sirvan para el conjunto de la unión Europea, continente europeo,
países con amplios espacios que dominan hoy el mercado, así como para los países
con espacios reducidos que se sienten preocupados por su seguridad alimentaria y
por conservar sus paisajes; y sobre todo, para los países del Tercer Mundo, impul-
sados por el crecimiento demográfico y por la lenta evolución de los sistemas pro-
ductivos, a la dependencia y, al mismo tiempo al hambre, a la urbanización y a la
emigración. Este debate tendrá sentido si sirve para esbozar las perspectivas de una
evolución hacia un mundo que tienda globalmente hacia una distribución equili-
brada de los recursos, de las cargas y de las oportunidades.
6.- Planteado en estos términos -¿cómo podría plantearse de otra forma?-, el
problema de las relaciones entre la sociedad, el espacio vivo y la producción agra-
ria es uno de los elementos centrales de la reflexión sobre el futuro de la especie.
7.- Hasta ahora, la acción de los agentes económicos, la lucha de las organi-
zaciones profesionales, el esfuerzo de análisis de los investigadores o los efectos
de las políticas han sido principalmente defensivos; han estado dominados por la
preocupación del corto plazo y por el peso de lo sectorial o de 1o nacional. No tie-
nen realmente en cuenta ni la globalidad ni el largo plazo. Sin embargo, el proble-
ma se plantea en todo el planeta y a largo plazo, y desde ese punto de vista debe
abordarse; de lo contrario, la crisis actual no hará más que empeorar.
8.- Es necesario verificar estos análisis. Debe realizarse un esfuerzo para que
se adopten y para que sean apoyados por toda la sociedad, por el mundo rural y por
los agricultores, ya que las orientaciones que sugieren exigen profundas y difíciles
transformaciones en todas partes.
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II. PLANTEAMIENTO GENERAL DE LA UTILIZACIÓN DEL
TERRITORIO:
Cuando se trata de evaluar la utllización del territorio desde un punto de
vista de desarrollo rural, obliga a considerar el aspecto productivista del uso de la
tierra y, en este sentido, es preciso tener en cuenta, al menos, dos niveles de plante-
amiento, la problemática de los países desarrollados y la de aquellos en vías de
desarrollo o subdesarrollados. Según datos de la FAO para 1990, de las más de
13.000 millones de hectáreas de superficie mundial, las tierras labradas no llegan
al llVo y los pastos permanentes más las zonas arboladas suponen menos del 607o.
Lo que es aún más preocupante es la distribución del territorio en los distintos con-
tinentes, de forma que, lo que podríamos clasificar como países subdesarrollados o
en vías de desarrollo (África, Asia y América del Sur) suponen el5lVo de la super-
ficie del planeta y concentran el777o de la población mundial.
La evolución en la distribución del territorio no ha sido uniforme en los dis-
tintos continentes. Mientras en Europa se ha producido un descenso de 1,57o de las
tierras labradas y de 3,8Vo del terreno ocupado por los pastos permanentes en la
década de los años 80, en África la proporción de tieras labradas aumentó en un
4,8Va y los pastos permanentes en un 0,77o, en el mismo periodo'
Además de las cifras indicadas sobre la utihzación del territorio es preciso
tener en cuenta la evolución"en la distribución de la población (ver tabla 1 del
apéndice). Mientras a nivel mundial se ha producido un aumento del 2l,27a de la
población de 1980 a 1991, cuando se considera la evolución por continentes, se
observan diferencias entre los dos grupos de países indicados (máximos incremen-
tos de población en los países en vías de desarrollo), encontrándose las cifras
extremas en África, con un 38/Vo de incremento, y en Europa donde la población
únicamente aumentó un3,87a. Las diferencias son aún mayores cuando se conside-
ra la proporción que supone la población agraria sobre el total, ya que mientras en
África es del607a, en Europa es del8,27o, considerando los datos de 1991.
De los resultados presentados en cuanto a la distribución del territorio y de
la población se desprende que los objetivos de los países no desarrollados y desa-
rrollados son totalmente distintos. Para los primeros el objetivo fundamental radica
en cubrir las necesidades alimenticias de la población, algo que aún hoy está muy
lejos de ser alcanzado. Para los segundos, el objetivo en estos momentos es reducir
los excedentes de productos agrarios y dado el grado de desarrollo tecnológico,
disminuir la superficie dedicada a producir, teniendo en cuenta la necesidad de
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conservar y mejorar el medio ambiente.
Si bien, entrar en el equilibrio que debe existir en el reparto de la producción
de alimentos a nivel mundial se sale, lógicamente, del entorno de estas jornadas,
aparecen multitud de contradicciones en el enfrentamiento entre los planteamien-
tos de los países desarrollados y no desarrollados. Son muchas las voces que desde
distintas organizaciones se levantan en los países desarrollados sobre la catástrofe
ecológica que supone latalade bosques en SurAmérica o África y, sin criticar en
absoluto esta postura, al mismo tiempo se plantea una reducción de las produccio-
nes agrarias en los países desarrollados por los excedentes existentes. Las posturas
indicadas son comprensibles cuando se consideran únicamente relaciones econó-
micas de libre mercado, lejos de lo que deben de ser las fuerzas que regulan la acti-
vidad del medio rural, como se expondrá posteriormente. Por otra parte, es necesa-
rio una llamada de atención a los países desarrollados pues ¿hasta cuando lo serán?
y, por ello, deben tener en cuenta el no crear situaciones irreversibles desde el
punto de vista de utilización del territorio.
Descendiendo del nivel mundial al nivel europeo, y considerando los 12 paí-
ses que componían la Unión Europea (UE) hasta hace apenas unas semanas, la dis-
tribución del territorio es muy diversa, de forma que cinco países (Francia, España,
Alemania, Italia y Reino Unido) agrupan el83Va de la ST de la UE. Esta diferencia
en extensión, hace que del total de tierras labradas de la UE, más del 607o se con-
centra en España, Francia e Italia y que en sólo dos países (España y Francia) se
localice el53Vo de la superficie arbórea de la UE.
En cuanto a la distribución de la población, como puede apreciarse en la
tabla 2 del apéndice, tres países (Alemania, IIalia y Reino Unido) agrupan el 567a
de la población total de la UE, sin embargo la población activa agraria con respec-
to a la población activa total varia de forma importante en los distintos países
desde un máximo de 23,7Vo en Grecia a un mínimo de I,7 en Belgica-Luxemburgo
y I,9Vo en Reino Unido. La población total de la UE se incremento un 3,27o de
1980 a 1991, mientras que la población activa agraria descendió de 9,2Vo en 1980 a
5,7Vo en 1991.
En términos generales, durante la década de los años 80 en la UE se ha pro-
ducido un descenso de las tierras labradas y de los pastos permanentes, con un
aumento de las superficies arboladas y de las zonas clasificadas como "otras tie-
rras" junto con una disminución de la población activa agraria. Siendo consecuen-
cia, fundamentalmente, de los cambios producidos en los objetivos comunitarios y
reflejados en su PolíticaAgraria.
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En el inicio de la creación de la Comunidad Económica Europea, los objeti-
vos agrarios fueron fundamentalmente el lograr alimentar adecuadamente a una
población que, salida de una guerra, no lograba cubrir sus necesidades en esos
momentos. Como consecuencia, fundamentalmente de la investigación llevada a
cabo, se lograron grandes avances tecnológicos, con lo que en apenas tres décadas
los excedentes llevaron a plantear la necesidad de reducir las producciones. Como
desarrollaremos en la parte final de ésta ponencia, otros elementos deben de ser
tenidos en cuenta, especialmente, en el uso del territorio no empleado con fines
agrícolas estrictamente productivista. En estos momentos, la UE se plantea la eva-
luación de sus medidas y el proponer alternativas a los medios tradicionales de uso
de la tierra para el mantenimiento del medio rural, del cual, sin duda, no puede
prescindir.
En el intento de acercamiento a la provincia de León veremos a continua-
ción qué ocuffe a nivel nacional. Tres Comunidades Autonómicas (Castilla y León,
Castilla-La Mancha y Andalucía) ocupan el 52Vo del territorio Nacional, concen-
trando más del 60Vo de la tierras labradas y el 45% de los pastos y prados, sin
embargo la distribución del territorio no coincide con la de la población, estando
estas tres regiones como seipuede ver en la tabla 3 del apéndice, ocupadas sola-
mente por el 2l7o de la población nacional. Esto nos da una idea de la enorme
diferencia en densidades que existe entre las distintas comunidades, desde un
máximo de 626hablkm? en la Comunidad de Madrid a un mínimo de 27 habk;r2
en Castilla-La Mancha, siendo la media nacional de 78 hab/lcm2. Es preciso desta-
car la importancia territorial de la comunidad autónoma de Castilla y León (CL)
con un I8,6Va del total de la superficie nacional y, en la cual, de acuerdo con los
datos de 1991, el 4I,97o corresponde a las tierras labradas y más del 40Vo está
constituido por zonas arboladas y otras tierras, con una densidad de población de
27 hablkm2, muy lejos de la media nacional.
La tendencia a nivel nacional en la evolución en el uso de la tierra durante la
década de los años 80 ha sido similar a la indicada a nivel europeo, si bien más
intensificada, de forma que se produjo un descenso en la proporción de tierras
labradas y pastos permanentes y un aumento de las iíreas dedicadas a arbolado y de
las otras tierras. En cuanto a la evolución de la población agrícola nacional, se ha
pasado de tn l77o de activos en agricultuta con respecto a los activos totales en
1980 a tn70Vo en 1991.
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III. LA ATTLIZACION DEL TERRITORIO EN LA PROVINCIA DE LEÓN:
En el desarrollo del proyecto AIR CT92-0646 y del convenio de colabora-
ción entre el Consejo Superior de Investigaciones Científicas y la Excma.
Diputación Provincial de León, se ha realizado el estudio de la distribución del
teritorio de la provincia de León, fundamentalmente como condicionante en el
desarrollo de sistemas extensivos de producción animal. La ventaja de un área geo-
gráfica como la provincia de León radica en la gran diversidad geográfica, orográ-
fica y de cobertura vegetal de las regiones que la constituyen. La provincia de
León, con una superficie de 15.580 Km2, está dividida en 10 comarcas agrarias:
Bierzo, Montaña de Luna, Montaña de Riaño, Cabrera, Astorga, Tierras de León,
Bañeza, Páramo, Esla-Campos y Sahagún.
Como puede observarse en la tabla 4 del apéndice, dentro de la distribución
de la tierra a nivel provincial, hay que destacar la alta proporción que ocupa la
superficie clasificada como de otras tierras (erial, espartizal, matoral y otras super-
ficies improductivas), que representa el38,97o de la Superficie Total provincial,
mientras que los pastos permanentes más los cultivos herbáceos sólo representan el
27,27o de la ST.
Dada la gran diversidad de la provincia, algunas características de las
comarcas que integran la provincia de León, son:
Bierzo: agricultura muy evolucionada, con abundante viñedo, numerosos
arboles frutales y cultivos hortícolas de regadío. Destaca la superficie destinada a
otras tierras (46,8Va de la superficie comarcal) y la ocupada por especies arbóreas
(2I,97o de la superficie comarcal), predominando el nogal, castaño y chopo en las
zonas forestales.
Montaña de Luna: abundan los pastos en los valles y los puertos de monta-
ña, siendo la comarca de la provincia con mayor proporción de pastos permanentes
(26,7Vo de la superficie total de la comarca). Por otra parte, no existen apenas tie-
rras labradas (0,4Vo de la superficie comarcal) y es importante la proporción que
del total de superficie comarcal ocupan las otras tierras (52,57o) y las arbóreas
(ll%o), predominando el haya y el roble entre las especies forestales.
Montaña de Riaño: región con abundantes pastos, ocupando la superficie
dedicada a pastos permanentes el l7,4Vo de la superficie comarcal, la proporción
de tierras labradas (l,IVo) es muy escasa, destacando sin embargo, la proporción
que suponen las arbóreas (33,67o) y las otras tierras (45,2Va).
Cabrera: presenta una agricultura pobre por las pocas posibilidades de su
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terreno agtícola. Es la comarca con mayor proporción de otras tierras (7I,3Vo),
siendo el porcentaje de las tierras labradas (2,6Va) y de pastos permanentes (5,9Vo)
muy escaso dentro de la superficie total de la comarca, mientras que el teffeno
ocupado por arbóreas supone el l27o de la superficie comarcal, con una importante
zona de pinares.
Astorga: se caracferíza esta región por ser una zona de transición entre la
Montaña y la Meseta, que queda reflejado claramente en la distribución de su
superficie. Las tienas labradas suponen el 13,'7Vo de la superficie comarcal' con
una agricultura cerealista de bajos rendimientos. Los pastos pennanentes suponen
el 8,47o y las otras tierras el 44Vo de la superficie comarcal, siendo la superficie
ocupada por especies arbóreas delr 15,5Vo.
Tierras de León: en esta región los cereales y los pastos son los cultivos más
importantes. Las tierras labradas suponen el 16,77o,los pastos permanentes el
7,47o,1as arbóreas el2I,2Vo y las otras tierras el 36,2Va de la superficie de la
comarca.
Baieza: en esta región destaca labaja proporción que suponen los pastos
permanentes (4,2Vo de la superficie comarcal). La agricultura cerealista y más
intensiva en las riberas constituyen la principal actividad agraria. Las tierras labra-
das suponen el3l,l%o,las arbóreas el l5,3Va y las otras tierras el26,3Va dela
superficie comarcal.
Páramo: en esta comarca el porcentaje de tierras labradas es muy importante
(5I,ZVo de la superficie comarcal). Sin embargo, los pastos permanentes represen-
tanel6Ta,las otras tierras el15,67o y las zonas de arbóreas elZ,ITo de la superficie
comarcal.
Esla-Campos: es la comarca que más alta proporción posee de tierras labra-
das (65Va de la superficie comarcal) y una de las que menol proporción posee de
pastos permanentes (3,7Vo), otras tierras (5,97o) y arbóreas (3,9Vo).
Sahagún: en esta comarca destaca la gran proporción que suponen, en el
total de la superficie comarcal, las tierras labradas (6l,47a) y las arbóreas (I6Vo),
ocupando el último lugar de las comarcas de la provincia tanto en la proporción
que suponen los pastos permanentes (2,4Vo) como las otras tierras (3,9%).
Las comarcas del norte de la provincia son de mayor extensión, ya que al
disponer de menor proporción de superficie agraia útil, necesitan mayor superficie
para alcanzar la renta que permita subsistir a las explotaciones. La mayor exten-
sión corresponde a la comarca del Bierzo, seguida de la Montaña de Riaño y de
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Luna. Las comarcas de menor extensión son: Bañeza, Páramo y Sahagún, como
puede observarse en la tabla 5 del apéndice.
Lo que representa la STE con respecto a la Superficie Total (ST) varía en las
diferentes comarcas de la provincia de León, con un máximo del 9i,zvo en la
Montaña de Riaño y un mínimo del75vo en el Páramo. Hay que destacar el alto
porcentaje que ocupan las otras tierras en comarcas como Cabrera (7 1,37o),
Montaña de Luna (52,57o), Bierzo (46,8Va) y Montaña de Riaño (45,2Vo), en el
total de la superficie de la comarca.
Dentro del total de la Superficie Agraria Útit qSaU.¡ de León (ver tabla 5 del
apéndice), destaca la alfa proporción que ocupa la SAU en la comarca de Esla
Campos (21,97o) y, también en esta comarca, el alto porcentaje que suponen las
tierras labradas (327o del total de tierras labradas de León). En cuanto al total de
pastos permanentes de la provincia, el 637o se concentran en las comarcas de
Montaña de Luna y de Riaño. La comarca del Bierzo es la que más porcentaje de
otras tierras concentra (2l,6vo) y que junto con la Montaña de Luna y de Riaño
engloban el 57,3Va del total de otras tierras de la provincia. Si analizamos la super-
ficie de arbóreas, observamos que las comarcas de la Montaña de Riaño y el
Bierzo agrupan el 52,47o del total de la superficie arbórea de la provincia.
Como se puede observar en la tabla 6 del apéndice, la extensión de los
municipios es también mayor en el norte de la provincia que en el sur. Las zonas
teóricamente más productivas, tienden a disminuir en tamaño y las pobres a mante-
nerse o aumentar. Así en la comarca del Bierzo existe mucha variación en la exten-
sión de sus municipios, predominando la pequeña superficie de los municipios más
ricos y mayor superficie sobre los de menos riqueza. La comarca de Cabrera es la
más uniforme en la extensión de sus municipios, estando todos comprendidos por
encima de los 100 km2, mientras que la comarca de Esla-campos es la que tiene
municipios con menor extensión, seguida de la Bañeza y el Páramo.
En la década de los años 80 se han producido importantes cambios en la dis-
tribución del territorio en la provincia de León (ver Tablai del apéndice). Ha teni-
do lugar una disminución importante de la SAU (30,47a) y dentro de ésta son los
pastos permanentes los que más han disminuido (45,r7a), mientras que las tierras
labradas lo han hecho en un r8,57o y de éstas, son los cultivos herbáceos los que
más han variado (.-r7 ,67o). Por otra parte, se ha producido un aumento considera-
ble en el porcentaje de las superficies arbóreas (25,6Vo) y de la superficie clasifica-
da como de otras tierras (25,8Vo).
Esta evolución en la utilización de la tierra ha dado lugar a una invasión oro-
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gresiva del matorral en áreas tradicionalmente de pastos, como consecuencia del
abandono de los pueblos y la consiguiente reducción del número de animales
explotados. La infrautilización del territorio causa un acúmulo de materia vegetal
que, entre otros problemas, facilita los incendios forestales, de cuyo ejemplo sirva
las 450.000 ha quemadas en 1994.
Por otra parte, la evolución en la distribución de la tierra en las 10 comarcas
de la provincia de León ha sido diferente, así aunque en todas las comarcas se ha
producido una disminución de la SAU, esta ha sido de diferente intensidad; siendo
más marcada en la comarca Cabrera donde la SAU ha disminuido un 51.3Vo.
seguida de Esla-Campos (12,67o), Montaña de Riaño y La Bañeza (ll,87o),
Páramo (l0,9%o) y Astorga (I0,7 Va).
Dentro de la SAU, si estudiamos por separado sus componentes (tierras
labradas y pastos permanentes), existe diferente evolución de estos dos parámetros
en las distintas comarcas. Mientras que las tierras labradas han disminuido más
marcadamente en las comarcas del sur de la provincia, los pastos permanentes lo
han hecho, con mayor intensidad, en las comarcas del norte. Las comarcas que más
han disminuido las tieras labradas, respecto a la superficie total de la comarca son:
Esla-Campos, Páramo y Baieza. Por otra parte, los pastos permanentes han dismi-
nuido más marcadamente en las comarcas de: Cabrera, Montaña de Riaño y
Montaña de Luna.
La superficie ocupada por arbóreas sólo ha disminuido en las comarcas de:
Bañeza (2,3Eo) y Tierras de León (0,8Va), incrementándose en el resto, siendo la
comarca de Montaña de Riaño (I4,I7o) en la que más ha aumentando.
En cuanto a la superficie ocupada por otras tierras, sólo ha sufrido un ligero
descenso en las comarcas de Sahagún (l,5Vo) y Montaña de Riaño (0,3Vo), aumen-
tando en el resto de las comarcas, con un máximo en Cabrera (48,8Vo), seguido de
Montaña de Luna (I3,2Vo),Bafleza (l}Vo) y Bierzo (5,37o).
Como se puede observar en la Tabla 8 del apéndice, es el régimen de tenen-
cia de propiedad el que representa mayor cuantía (54,7Vo de la SAU provincial),
seguido en orden decreciente por el de arrendamiento (35,77o), otros regímenes
(1Vo) y aparcería (2,6Vo).
Existen diferencias muy marcadas en cuanto al régimen de tenencia de la
tierra en las diferentes comarcas de la provincia, así el régimen de tenencia en
aparcería no tiene apenas representación en el conjunto de la provincia, excepto en
Páramo (5,97o), Esla Campos (5,2Vo) y Sahagún (4,47o), no llegando en el resto de
las comarcas a\ I7o.
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Es en las comarcas del norte de la provincia donde predomina fundamental-
mente el régimen de tenencia en propiedad: Bierzo (88,37a), Cabrera (72,57o),
Montaña de Riaño (70,17o) y Montaña de Luna (65,77a) debido, a la estructura
minifundista y al tipo de aprovechamiento agrícola y ganadero característico de
estas zonas.
En cuanto a la evolución de los regímenes de tenencia de 1982 a 1989, se ha
producido una disminución marcada en el grupo de otros regímenes de tenencia
(16%o) y un aumento del resto, siendo el régimen de arrendamiento el que más se
ha incrementado (9,97o), seguido por el régimen de propiedad (5,37o) y el de apar-
cería (0,8Vo). Esto se puede explicar como resultado de 7a realización de concentra-
ción parcelaria en amplias zonas de la provincia, que ha influido sobre la organiza-
ción del teffitorio y puesta al día de los catastros.
Es la evolución del régimen de tenencia de propiedad la que mayores cam-
bios y de diferente intensidad ha sufrido en las distintas comarcas de la provincia,
pudiendo agrupar las comarcas en dos grupos. Las que han visto aumentar el régi-
men de propiedad y las que han disminuido. Dentro de las que han incrementado el
régimen de propiedad hay que destacar: Cabrera (547o) y Bierzo (32,3Vo), siendo
este incremento de menor proporción en las comarcas de: Riaño (177o) y de
Montaña de Luna (l,2%o). En todas las demás comarcas se ha producido un des-
censo del régimen de propiedad, destacando en esta disminución las comarcas de:
Astorga (12,47o), Páramo (6,9Vo) y Sahagún (67o).La evolución en el régimen de
arrendamiento ha sido más uniforme, siendo en todas 1as comarcas positivo. Por
otra parte, los cambios en el régimen de aparceríaha sido de poca intensidad en
todas las comarcas de la provincia.
Para poder comprender la evolución seguida en la provincia de León en la
utilización del territorio y en el régimen de tenencia de la tiena, es necesario hacer
una referencia a los cambios sufridos en la distribución de la población provincial.
En este sentido, la provincia de León cuenta con 1390 Núcleos de Población
entendiéndose como tal a un conjunto de al menos 10 edificaciones, que estén for-
mando calles, plazas y otras vías urbanas, por excepción el número de edificacio-
nes podrá ser inferior a 10, siempre que la población de derecho supere los 50
habitantes.
La población total de la provincia fue en 1991 de 516.176 habitantes, con-
centrándose el28,37a de estos en la capital (146.210 habitantes).
En una visión general, a lo largo de este siglo la población de la provincia de
León ha ido incrementando paulatinamente hasta que en 1960 alcanzó su máximo,
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584.594 habitantes, comenzando un ligero descenso a partir de esta fecha. Sin
embargo, la población de León capital ha ido aumentando sin cesar hasta la actua-
lidad . En este sentido, la densidad de población para el conjunto de la provincia
fue de 33,1 hab/km2 en 199I, con un descenso de2,4habkm2 desde 1981.
La población de León se distribuye por sus 10 comarcas con diferente inten-
sidad (ver tabla 9 del apéndice), pudiendo dividir las comarcas en aquellas que
están por encima de la densidad media provincial y las que no sobrepasan esta
cifra. Dentro de las comarcas que sobrepasan la media provincial, la que agrupa
mayor población con respecto a la población total de León es la comarca de Tierras
de León (37,6Vo), de fácil explicación al pertenecer a esta comarca los dos núcleos
de población, León y San Andrés de Rabanedo, que reúnen a un mayor número de
habitantes, siendo también la comarca de mayor densidad 110,7 hab/km2, seguida
por la comarca del Bierzo que reúne al25,5Vo de la población total de León, con
una densidad de 4l,l hablkm2, concentrandose la mayoría de los habitantes de esta
zona en dos núcleos de población. Las comarcas de Tierras de León, Bierzo y
Bafieza agrupan al687o de la población y ocupan sólo el33,4Vo de la superficie de
León. El resto de comarcas están por debajo de la media provincial en cuanto a su
densidad e incluso muy alejada de esta, destacando Cabrera con 4,6 hablkm2,
Montaña de Riaño y Sahagún ambas con 9,8 hablkm2.
Según se establece en la directival5l26SlCEE, las zonas en peligro de des-
población son aquellas que no sobrepasan los 37,5 hablkm2. En la provincia de
León sólo existen 3 comarcas que superan esta cifra (Bierzo, Tierras de León y
Bafleza), concentrandose incluso en estas la población en unos pocos municipios,
quedando el resto de la comarca con una densidad muy baja. A modo de ejemplo,
existen en la provincia 6 municipios (Bembibre, Astorga, Villablino, San Andrés
del Rabanedo, Ponferrada y León) que si bien ocupan solamente el 4,7Vo de la
superficie de la provincia, concentran el5I,J7o de la población provincial.
IV. CONCLUSIONES: IDEAS, DUDAS, CONTRADICCIONES, ...
En primer lugar es necesario hacer una referencia a la Política Agraria a
nivel de la Unión Europea por las implicaciones que, sin lugar a dudas ha tenido y
tendrá en el futuro en la ordenación del territorio. Si el desarrollo tecnológico con-
tinúa, y es previsible que sea así, el rendimiento por unidad de producción, tanto
agrícola como ganadera, aumentará de forma importante en los próximos años. Por
otra parte, las demandas de productos agrarios no presentan una tendencia a
aumentar ya que, una vez alcanzado un nivel suficiente en el abastecimiento de las
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necesidades de la población europea y elevado su nivel de vida, el consumo de
productos primarios no ascenderá y más bien se mantendrá o disminuirá. por ello,
o se plantea una distribución solidaria de la producción de alimentos a nivel inter-
nacional o será necesario una reducción en las unidades productivas. En este senti-
do, los planteamientos comunitarios (ver IV Programa Marco de la unión Europea
-D.o.c.E. de 18.05.94) apuntan más bien a una reducción en las unidades de pro-
ducción agrarias, ya que poner un límite al desarrollo tecnológico no es posible, en
ningún sentido.
El medio rural y, más en concreto la actividad agrarta, no debe moverse úni-
camente por condicionantes de la economía de mercado ya que existen otros pará-
metros, de tipo medio ambiental, que es preciso tener presente. A modo de ejem-
plo, tomando como referencia la provincia de León, los resultados demuestran una
clara despoblación del mundo rural y consiguiente abandono del territorio en la
década de los años 80, especialmente desde el ingreso de España en el Mercado
Común. Si bien han existido incentivos y ayudas favorecedoras del abandono de
determinadas actividades, (producción de vacuno de leche por ejemplo), también
han existido ayudas importantes para el mantenimiento de otras producciones
,como en el caso del ganado ovino, fundamentalmente por su carácter de conserva-
ción del paisaje. El resultado de las ayudas al sector ovino, desde un punto de vista
general, ha supuesto un aumento de más del 30Vo de los efectivos ovinos, concen-
trándose estos en las zonas de regadío y más productivas, reduciéndose el número
de ganaderos, aumentando el tamaño de 1as explotaciones y con una clara tenden-
cia a la intensificación, olvidando el planteamiento inicial del efecto que el pasto-
reo ovino tiene sobre el mantenimiento del medio natural. Este resultado es lógico,
si se tiene en cuenta que la viabilidad económica de 1as explotaciones obliga a un
aumento de las producciones y a una reducción de costes, (especialmente de la
mano de obra), siendo la relación entre costes y ventas de productos la que deter-
mina las características de los sistemas productivos.
Una alternativa a la situación indicada sería, por una parte, favorecer siste-
mas más extensivos de producción agraria, basados en una reducción en los apor-
tes de energía fósil y de otras sustancias (fertilizantes, pesticidas, etc.) al sistema
productivo; de forma que al extensificar, sería necesario una mayor superficie por
explotación ya que la producción unitaria se reduciría. En relación con este plante-
amiento nace el concepto, o más bien la necesidad, de "agricultura sostenible" o
mejor aún el de "desarrollo sostenible del mundo rural", entendido como el estado
que cubre las necesidades y aspiraciones sociales, culturales y materiales del hom-
bre, sin afectar negativamente a los ecosistemas naturales, que en definitiva son el
/o
soporte de la sociedad humana.
Si como hemos visto la reducción en la superficie agraria es un hecho, la
pregunta inmediata es ¿qué se hace con todo el territorio abandonado?, en una
sociedad, tal y como se pudo observar en los datos presentados sobre la provincia
de León, más concentrada en las ciudades y que sin embargo está deseosa, y dis-
puesta a pagar por disfrutar del medio rural, aunque sea de forma esporádica. Por
offa parte, una de las deficiencias más graves a nivel europeo es la disponibilidad
de madera, lo cual apunta a una solución para ttllizar las superficies que han deja-
do de utilizarse desde el punto de vista agrícola. Sin embargo, esta solución no es
tan sencilla de llevar a la práctica como inicialmente se puede pensar, existiendo
una limitación en la propiedad agraria, debatida en las otras dos ponencias de estas
jornadas, de forma que el éxodo rural hacia grandes núcleos de población, se ha
llevado también la titularidad de la propiedad rural e imposibilita la utilización de
esas tierras. Por otra pafie, es necesario una ordenación adecuada cuando se plan-
tea la explotación forestal para garanfizar un tamaño mínimo, debido al bajo rendi-
miento anual por unidad de superficie de estos sistemas productivos. Además, otra
decisión importante es fomentar la explotación de especies autóctonas, de lento
crecimiento, cuyo ciclo productivo supera la vida del productor que comienza la
explotación, o encaminar la producción forestal hacia especies de ciclo corto, con
unas expectativas económicas más atractivas pero con mayores inconvenientes
desde el punto de vista de la conservación y mejora del medio natural.
La explotación forestal, sin embargo, no es posible en todos los terrenos no
utilizados en estos momentos, bien por las características del territorio, bien por la
esquilmación a que se han visto sometidos, especialmente durante los años de
nuestra post-guerra. En estas zonas, una alternativa que requiere ser investigada es
la producción de especies forestales con la finalidad de obtener pasta de papel por
ejemplo. Otras alternativas como la explotación conjunta de bosques y animales en
pastoreo, domésticos o semisalvajes, cuya producción no suponga la creación de
excedentes y permita obtener productos o actividades de calidad, por ejemplo:
caza, fibras textiles, productos específicos como la cecina, la carne de ciervo, el
queso de oveja y cabra, etc., también deberían ser consideradas en un programa de
ordenación del territorio.
Creemos necesaria una llamada de atención a 1o que denominamos como
"falacia ecologista", cuyo punto básico es la creencia de que la acción humana es
siempre perjudicial y que en nuestro territorio, suprimidas la agricultura y la gana-
dería, surgirían bellísimos bosques poblados de las especies vegetales y animales
más hermosas. Sin embargo, la triste realidad es que pertenecemos al área climáti-
ca sahariana y que, si no hubiese sido por el esfuerzo de los agricultores y ganade-
ros que nos han precedido, nuestro paisaje no estaría muy lejos del desierto.
Todas las acciones indicadas y muchas más que pudieran ser planteadas,
necesitan del concurso de una población rural mínima, la cual no está, como
muchos políticos han pretendido indicar, en relación inversa con el grado de desa-
rrollo de un país o una región. Pues si bien es cierto que, en términos generales, en
la comparación entre países o regiones, aquellas consideradas como más desarro-
lladas tienen una población agraria menor, es preciso tener en cuenta las caracterís-
ticas del medio rural en cada caso y la densidad de población necesaria para esta-
blecer los óptimos de población agraria que debe mantener y conservar el medio
rural. En este sentido, cuando se consideran las cuentas de la agricultura, además
de los productos obtenidos y fáciles de medir, es preciso considerar la labor de
conservación que, sin duda, es importante. En una consideración general sobre la
situación del desempleo existente, ¿qué sería más rentable socialmente: un obrero
en paro en un suburbio de una gran ciudad o un agricultor o ganadero en el medio
rural? La solución no es, indudablemente, sencilla de articular y son necesarias
modificaciones jurídicas i mporrantes.
Por último, a la vista de todos los planteamientos indicados a nivel de la pro-
vincia de León y que podrían servir como modelo de muchas zonas de nuestro
entorno europeo, el territorio puede dividirse en el ocupado por:
Las ciudades y núcleos de población: dada la evolución indicada, cada día
será mayor la proporción ocupada por estas zonas y, aunque fuera del ámbito de
esta ponencia, es esencial una regulación del territorio para hacer los núcleos de
población más humanos y menos contaminantes.
Las explotaciones agrarias competitivas: se engloban en este apartado las
explotaciones agrícolas y ganaderas que por su localización, características del
territorio, humanas, económicas, etc., han sido capaces de desarollar sistemas de
producción económicamente viables por sí mismos y competitivos con el entorno.
Estas explotaciones han de continuar nutriéndose de todos 1os avances tecnológi-
cos que se produzcan en un futuro para lograr producir más, de la forma más efi-
ciente posible. Este tipo de explotaciones, por ejemplo la producción intensiva de
vacuno de leche o de monogástricos, no ha incluido en sus esquemas productivos
el impacto medio ambiental que origina y que sí debe de ser considerado en un
futuro, ya que esta permitido producir de forma rentable pero no a costa de una
contaminación y un riesgo para el medio ambiente.
Las zonas arboladas: constituyen un objetivo de conservación tanto por su
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potencial riqueza material como por su importancia en el mantenimiento del equi-
librio ecológico. La necesidad de conservación y mejora pasa, fundamentalmente,
por el control de los incendios forestales en los que la participación de los animales
en pastoreo, consumiendo toda la masa vegetal producida cada año, hace una labor
de limpieza inigualable. Es primordial la utilización de esta materia vegetal acu-
mulada, sea cual fuera el régimen de propiedad del territorio.
El resto: bajo esta denominación se incluye la enorme superficie que, o no
es utilizada en estos momentos o no lo es de la forma adecuada, en parte como
consecuencia del régimen de tenencia de la tierra y las limitaciones legales existen-
tes o por la falta de ayuda o estímulo para su explotación. Una mención especial
requiere, en la provincia de León, la necesidad de recuperar las zonas utilizadas
por las explotaciones mineras, hoy abandonadas en muchos casos. En estas super-
ficies es donde 1a política agraria, tanto regional como nacional o internacional,
debe actuar para lograr el establecimiento de sistemas de producciónylo de ocio
que, sin dar lugar a situaciones de excedentes, permita el establecimiento de una
población rural, capaz de lograr una forma de vida digna y recuperar el orgullo de
ser agricultor o ganadero.
Como resumen, indicar que se ha pretendido dar una visión de la situación
global en cuanto alauttlización del teffitorio con el objetivo de que pudiera servir
de base para la toma de decisiones sobre la ordenación del territorio de las distintas
comarcas que constituyen la provincia de León. Hacer pronósticos sobre la evolu-
ción en la úiTrzación del teritorio en el futuro es difícil, si bien depende de la
voluntad política de los hombres e instituciones de nuestra tierra el ser capaces de
contestar a la pregunta de ¿qué territorio queremos tener?, para instaurar los meca-
nismos necesarios para lograrlo. A las personas con responsabilidad política sólo
cabe pedirles que no se conformen con proyectos o acciones que den frutos en sus
posibles 4 años de actuación política y asuman un sentido de la duración, similar al
existente en las personas que, en el mundo rural, plantaban árboles que ellos sabían
darían un rendimiento 200 años después pero que eran conscientes de estar crean-
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APENDICE
Para el estudio de la distribución del territorio se ha utilizado la nomenclatu-
ra siguiente:
Superficie Total (ST).
Superficie Total de las Explotaciones (STE).




Especies Arbóreas y Forestales (Arb).
Otras Tieras (0tras).
Los conceptos y definiciones de cada uno de estos parámetros según el
Censo Agrario 1989, se citan a continuación:
-superficie total de la explotación: está constituida por la superficie de todas
las parcelas que integran la misma: la superficie propiedad del titular, la arrendada
de otros para su explotación y la superficie explotada con arreglo a otras fotmas de
tenencia. Se excluyen las superficies propiedad del titular cedidas a terceras perso-
nas.
Se considera parcela toda extensión de tierra que está bajo una sola litde, es
decir, rodeada de terreno, edificios o aguas que no pertenezcan a la explotación.
-Superficie agrícola utilizada: es el conjunto de la superficie de tierras labra-
das y tierras para pastos permanentes.
-Tierras labradas: son las que reciben cuidados culturales, sea cual fuese su
aprovechamiento y la fecha en que se haya realizado dentro del año agrícola. Estos
cuidados culturales son los que se efectúan con azada, arado, grada, cultivador,
escarificador o extirpadora. No están dentro de estas categorías las labores de
extender abono, pasar rodillo o tabla, cortar, escardar a mano, resembrar, practica-
das en las praderas permanentes. Se distinguen 1as siguientes clases de cultivos:
a) Cultivos Herbáceos: están constituidos por plantas cuya parte aérea tiene
consistencia herbácea (cereales y leguminosas para grano, patatas, cultivos indus-
triales, cultivos forrajeros, hortalizas, flores y plantas ornamentales, semillas y
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plántulas destinadas a la venta y otros cultivos).
b) Barbechos: son tierras que han permanecido en descanso durante el curso
de la campaña, sin ningún cultivo, pero que han recibido algunas labores.
Incluyéndose en este epígrafe las tierras sembradas para abonado en verde.
c) Huertos Familiares: son superficies destinadas al cultivo de productos
agrarios hortofrutícolas, incluida la patafa, cuya producción se dedica principal-
mente al auto consumo en la explotación. Su superficie ha de ser inferior a cinco
áreas.
d) Cultivos Leñosos: están constituidos por plantas cuya parte aérea tiene
consistencia leñosa. Una característica común a todos ellos es la de ocupar la tierra
durante largos periodos sin necesidad de ser trasplantados después de cada cose-
cha.
Entran en este epígrafe las superficies destinadas a frutales, oliva¡ viñedo,
viveros de cultivos leñosos no forestales, cultivos leñosos en invernadero y otros
cultivos permanentes. Se excluyen los arboles forestales y sus viveros.
-Tienas para Pastos Permanentes: son tierras dedicadas a la producción de
hierba de forma permanente por un periodo de cinco años o más, que no se inclu-
yen en la rotación de cultivos. Se consideran los siguientes tipos:
a) Prados o Praderas permanentes: son tierras dedicadas permanentemente a
la producción de hierba, características de zonas con alto grado de humedad y cuyo
aprovechamiento prioritario se realiza mediante siega. Pueden recibir algunos cui-
dados culturales como resiembra, abonado, pases de rodillo o tabla. Se excluyen
los cultivos forrajeros por incluirse en cultivos herbáceos.
b) Otras superficies destinadas para pastos: otros terrenos no comprendidos
en el apartado anterior que se han utilizado como pasto para el ganado. Se incluyen
dehesas a pastos y también el erial y matorral cuando sobre ellos se ha realizado
algún aprovechamiento ganadero.
-Otras tierras: se incluyen las tierras que forman parte de la explotación pero
no constituyen lo que se denomina "Superficie Agrícola Utilizada" (SAU).
Distinguiéndose las siguientes modalidades:
a) Erial: teffeno que se caracteriza por su escaso rendimiento y que no ha
proporcionado ningún aprovechamiento ganadero.
b) Espartizal: terreno con población principal de esparto y albardín cuya pro-
ducción no se recolecta. En el caso de haber obtenido alsún rendimiento debe
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entrar a formar parte de cultivos leñosos, formando así parte de la SAU.
c) Matorral: terreno con predominio de arbustos espontáneos'. jara, brezo,
aulaga, tojo, retama, romero, tomillo, palmito, coscoja, piorno, lentisco.
-Especies Arbóreas Forestales: superficies cubiertas de especies arbóreas
forestales, que no son utilizadas con fines agrícolas principalmente ni con otros
fines distintos de los forestales. Se incluyen las choperas en el interior o en el exte-
rior de los bosques, los montes de castaños y nogales destinados principalmente a
la producción de madera, las plantaciones de arboles de Navidad y los viveros
forestales que se encuentren en bosques y se destinen a las necesidades propias de
la explotación. Se incluyen también las superficies cubiertas de arboles o arbustos
forestales que ejercen principalmente una función de protección, así como las líne-
as de arboles que hay fuera de los bosques y los linderos arbolados que por su
importancia se considere conveniente incluir en la superficie arbolada.
-Otras superficies: tierras que, formando parte de la superficie total de la
explotación (STE), no son superficie agrícola útil (SAU) ni peftenecen a ninguno
de los apartados anteriores del grupo de otras tierras. Así, se registran en este epí-
grafe las superficies que siendo agrícolas no han sido utilizadas por razones econó-
micas, sociales u otras de análogas características. También se incluyen las superfi-
cies que sin ser utilizadas directamente para la producción vegetal, son necesarias
parala explotación como el suelo ocupado por construcciones. cuadras, eras y las
superficies que no son aptas paralaproducción agrícola, es decir, aquellas superfi-
cies que no pueden ponerse en cultivo si no es mediante la ayuda de unos medios
muy poderosos que no setencuentran normalmente en la explotación, por ejemplo,
baldíos o canteras.
Esta clasificación anteriormente citada, dada por el Censo Agrario, no coin-
cide exactamente con la clasificación dada en las tablas del mismo Censo Agrario,
de donde se han obtenido los datos para este estudio, suponiendo que sea un méto-
do de simplificación se ha tomado la división de la tierra dada en las tablas como:
STE=TL+PP+Arb+Otras.
TL = Her + Cultivos leñosos + Otras TL.
Cultivos leñosos = Frutales + Olivar + Viñedo.
Otras = Erial + Espartizal + Matorral (sin aprovechamiento ganadero) + otras superficies.
SAU=TL+PP.
Her = Cultivos herbáceos + Barbechos + Huertos familiares.
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Tabla l.- Distribución de la población total, población agrícola y población activa
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Tabla 2.- Distribución de la población total, población agrícola y población activa



































































































































CBE 9,0 912 345.692 100 5,6 + 3r2
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Tabla 3.- Distribución de la población nacional y por comunidades autónomas:
l98l-199t.
^-.:i:i1'r*" ,- ,'oJ', * u, ^*1;:I-. ,:;:T:;
Tabla 4.- Distribución de la tierra en la provincia de León y en sus comarcas durante
1989 respecto a la ST delacomarca(7o).






















































































































































LEON 84,4 28,1 18,2 17,3 919 1714 38,9
Tabla 5.- Distribución de la tierra a nivel provincial y comarcal durante 1989, expre-
sado cada parámetro como proporción (7o) del parñnetro a nivel provincial.
ffiffiffiffiffi
Tabla 6.- Clasificación de las comarcas sesún la extensión
municipios.




































































































































































LEON ,, 26 51 62 40 9 I
Tabla 7a.- Evolución de
ftaS9* 100/ha82)- 100
la distribución de la tierra por comarcas de 1982 a 1989.
Arb Otras
Tabla 7b.- Evolución de la distribución de la tierra a nivel provincial y comarcal de
1982 a 1989. (ha 89/ST com)-(ha 82lST comarca) *100.
STE SAU TL Her PP




















































































































































LEON -0'8 -30,4 -18,5 -17,6 -45,1 +25,6 +25,8
Tabla 8.- Régimen de Tenencia de la SAU a nivel provincial y comarcal en 1989.
nl"otll;^u.,. ol'""11;u.,, r"ooT:;r.., n,o'lllou*,,



































































































































LEON 522.672 100 35,5 516.176 100 33,1
CONCLUSIONES
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Como resultado global de las I Jornadas sobre Medio Rural es preciso desta-
car el interés demostrado con la asistencia de más de 90 personas procedentes de
sectores muy diversos (agricultura, administraciones, empresas, etc.).
El problema latente durante las intervenciones realizadas es la enorme difi-
cultad de abordar el desarrollo del medio rural y la necesidad de una visión multi-
disciplinar como solución a los problemas existentes.
Si bien se viene hablando en los últimos años de la necesidad de conservar el
paisaje, de mejorar el entorno, de mantener el medio rural, etc., es preciso, en pri-
mer lugar, definir el medio rural que queremos tener a medio y largo plazo. Es
posible que una visión, casi idílica, de un paisaje en el cual el uso agrario eraprác-
ticamente total e incluso excesivo, característico de los años 50-60, no sea el más
adecuado en el futuro ni desde un punto de vista productivo-económico, ni desde la
perspectiva de conservación medio ambiental y es preciso definir alternativas, las
cuales han de estar en función de las características de cada zonao región.
Uno de los problemas que afectan de forma importante al medio rural es la
regulación de la propiedad agraria y utilización del territorio y, en este sentido, ha
quedado patente en las Jornadas que el ordenamiento jurídico existente es abundan-
te y, en la mayoría de los casos, suficiente. El problema radica en un mejor conoci-
miento del mismo para poder lograr su aplicación con carácter general. Es en este
aspecto en el que las Asociaciones y Organizaciones de productores pueden ejercer
un papel difusor a los distintos sectores productivos.
Una crítica surgida a lo largo de las Jornadas ha sido el carácter restrictivo
del ordenamiento legal existente en cuanto al uso del territorio, en el sentido por
ejemplo, de basarse en limitar el uso de pastos tanto en el número de animales
como en el tiempo, lo cual puede ser explicado teniendo en cuenta que el problema
más grave en otra época fue la sobre-utilización del territorio si bien, en estos
momentos, el problema es, en la mayoría de los casos, de sub-utilización de la tie-
na y deberían ajustarse las ordenanzas y otras regulaciones con un carácter positivo
de mejora medio ambiental, teniendo en cuenta la situación actual.
La propiedad agraria y utilizaciín del territorio han de contemplarse conjun-
tamente con la evolución que la población rural ha seguido en las últimas décadas.
Desde la década de los años 60 se ha venido produciendo un abandono del medio
rural desde el punto de vista de la población con la emigración hacia zonas urba-
nas. Esta situación puede llevar a un abandono indeseable de la actividad agraia,
pero también puede permitir el establecimiento de unidades productivas rentables,
de mayor tamaño, teniendo en cuenta el desarrollo tecnológico producido en estos
últimos años. Sin embargo, la propiedad agraria está, en estos momentos, en manos
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de personas que en muchos casos viven fuera del medio rural e impiden con sus
derechos un uso adecuado a las necesidades actuales. Es preciso regular el concep-
to de propiedad y de uso del territorio de acuerdo a las disponibilidades jurídicas
existentes.
También se traló el gran problema que plantea la transmisión hereditaria de
la propiedad agraria con la división de las explotaciones generación tras genera-
ción, hasta hacerlas inviables por el pequeño tamaño de las mismas. La definición
de unidades mínimas de explotación en cada zonay sistema productivo y la indivi-
sibilidad de las mismas s.arantizaría un mantenimiento de la actividad en el medio
rural.
Por otra parte, es preciso reivindicar el derecho a producir de muchas zonas
competitivas de nuestro medio rural, separando la necesidad primordial de conser-
vación medio ambiental de otras zonas.
Se puso como ejemplo el abandono de terrenos de regadío, competitivos en
sí mismos y con un daño medio ambiental importante al no ser cultivados, sin que
exista una posibilidad legal clarapara obligar a los propietarios, que en estos casos
viven en zonas urbanas, a utilizar el territorio en las distintas formas posibles
(directamente, en arrendamiento, apar ceúa, etc.).
Se debatió en las mesas redondas de las Jornadas, la importancia de conser-
vación del medio rural desde un punto de vista de atracción turística. En este senti-
do, es necesario destacar la necesidad social de la población urbana de disfrutar de
un medio rural adecuadamente conservado, pero también es necesario tener en
cuenta que el desarrollo de las zonas rurales ha de hacerse sobre la base de las
necesidades de la población rural, que es la que vive todo el año en ese medio y la
más interesada en su conservación, y no realizar acciones exclusivamente,para las
personas que únicamente acuden al medio rural durante unas pocas semanas al año
porque en definitiva éstas limitarían la actividad propia del medio rural y su desa-
nollo y conservación.
Por último, el conjunto de acciones indicadas llevarían a lograr unas unida-
des de producción económicamente rentables por sí mismas y unas condiciones de
vida (vivienda, accesos, electricidad, transporte, etc.) equiparables en calidad a las
existentes en los centros urbanos pero manteniendo las peculiaridades y ventajas
del medio rural. Todo lo cual haría que las personas que viven en y del medio rural
se sintieran orgullosas de su profesión y de su calidad de vida y una vez logrado
esto, la conservación, el desarrollo y la competitividad, productiva o medio
ambiental según los casos, estaría garantizada.
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Día 1 de Fetlrero
Apertura D. Matías Llorente Liébana
(Vicepresidente primero de la Diputación Provincial de León)
1." Ponencia "La transmisión de la propiedad agraria: especial referencia a sucesión
hereditaria".
D. Enrique López López (Magistrado Juez de León).
2.u Ponencia "Los montes vecinales en mano común y los montes comunales"
D. Juan Carlos Suárez-Quiñones y Fernández (Magistrado Juez de León).
Debate
Día 2 de Febrero
3.u Ponencia "Lauttlización de la propiedad agraria desde el punto de vista
administrativo".
D. Miguel Angel Alvarez Pérea (Abogado del estado de León)
Mesa Redonda: "Modelos jurídicos sobre medio ambiente y desarrollo rural"
D. Jaime Fernández Criado (Oficial Mayor de la Diputación de León)
D. Enrique López López
D. Matías Llorente Liébana
D. Míguel Angel Pérez Alvarez
D. Angel Ruiz Mantecón
D. Juan Carlos Suórez-Quiñones y Fernández
Debate
Día 3 de Febrero
4.'Ponencia "Evolución en la utilización del territorio: la provincia de León como modelo"
D. Angel Ruiz Mantecón (Investigador del CSIC y Director de la EAE)
Mesa Redonda: "Estrategias de utilización del territorio: la provincia de León como modelo"
D. Enrique López López
D. Matías Llorente Liébana
D. Angel Ruiz Mantecón
Debate









BARO GARCIA, JOSE ENRIQUE
BLANCO BENEITEZ, AMBROSIO






CUESTA CAMINERO, M" AMPARO
DE ABAJO ALONSO, VICTORINO
DE LA HUERGA VARELA, IGNACIO
DE LA TORRE, GABINO
DE LA VARGA RODRIGUEZ, SANTIAGO
DE PRADO HIDALGO, DANIEL
DEL COTILLO VILLALBA, ZACARIAS
DIAZ SIERRA, CARLOS
DIEZ GUERRIDO, JOSE ANTONIO
DIEZ MARTINEZ, PEDRO
EIRIN RODRIGUEZ, JUAN JOSE










GARCIA ROBLES, CANDIDA LUISA
GARCIA RODRIGUEZ. ANTONIO
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GIRALDEZ GARCIA, FCO. JAVIER
GODOS POZO, JOSE MARIA
GONZALEZ DIEZ, JOSE FRANCISCO
GONZALEZ LLORENTE, LORENZO
GORGOJO DEL POZO, JOSE LUIS
GUALIS CARDONA, EMILIO JOSE
GUALIS CARDONA, RAFAEL
GUTIERREZ GIL, M" LOURDES
GUTIERREZ PARADA, ANIBAL
HERNANDEZ RYAN, SARA
HORAS RAMIREZ, MIGUEL ANGEL
























MUÑIZ SANJUzuO, JOSE LUIS
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NAVA ROLDAN, MIGUEL
oTEGUI dnRcIR, JosE JAVIER
PEREZ ALVAREZ, MIGUEL ANGEL
PRADO TERUELO, BASILIO
RAFOLS PEREZ, IGNACIO JAVIER
REY TRAPOTE, FRANCISCO










SUAREZ ALONSO, M" SOLEDAD
SUAREZ eutñoNps y FERNANDEZ, JUAN cARLos
VALLADARES FERNANDEZ, ARSENIO
ZAPATERO SANTOS, JOSE MANUEL
ZAPATERO SANTOS, JOSE MANUEL
ZOTES RODRIGUEZ, CIPRIANO
t0l
